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El derecho ambiental ha venido evolucionando notoriamente en la legislación 
colombiana, debido a las necesidades de conservación, uso, aprovechamiento y 
restauración de los diferentes recursos naturales existentes en la geografía nacional, su 
diversidad, los servicios eco-sistémicos que estos ofrecen, así como la creciente generación 
de litigios de origen ambiental. Desde finales de la década de 1980, las innovaciones 
legales a nivel internacional, continental y nacional han convertido a los pueblos indígenas 
en sujetos de derechos, por lo que ahora son reconocidos no solo como ciudadanos 
individuales de los países en los que viven, sino también como colectivos con derechos 
grupales diferentes al resto de la población. Es así como los derechos de los pueblos 
indígenas a continuar viviendo de una manera diferente a la sociedad mayoritaria, implica 
para los gobiernos la necesidad de articular la jurisdicción legal y la autonomía propia de 
sus pueblos.  
De acuerdo con el actual Derecho Internacional de los Derechos Humanos, estos 
derechos de autonomía se basan en el principio de autodeterminación que sustenta el 
sistema contemporáneo de Estados-nación soberanos. Razón por la cual, es importante 
señalar en esta instancia que a lo largo de la historia de América Latina, los pueblos 
indígenas han figurado entre aquellos grupos cuyos derechos humanos han sido más 
sistemáticamente negados y violados, hasta el punto de que en los últimos años, la 
consolidación y profundización de un modelo económico basado en la inversión extranjera 
directa y las exportaciones de productos básicos ha revelado las limitaciones y desafíos de 
tales protecciones y reformas legales.  
Por su parte, los reconocimientos constitucionales multiculturales y plurinacionales, 
así como los esfuerzos por demarcar las tierras indígenas, han sido permeados de violentas 
reacciones, al mismo tiempo que se sus efectos se han visto ilusorios frente a la 
desarticulación institucional por parte de los gobiernos, impidiendo así, garantizar que los 
derechos territoriales y de autonomía de los pueblos indígenas se respeten en su ejercicio 
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práctico. De esta manera vemos como una gran cantidad de actores económicos compiten 
para controlar y beneficiarse de los recursos naturales presentes en tierras indígenas 
ancestrales; muchos de manera ilegal, pero en esta oportunidad veremos aquellos que 
cuentan con licencias, concesiones y la aprobación de proyectos de infraestructura a gran 
escala; tales como la explotación de petróleo, minerales, madera y recursos biogenéticos, la 
construcción de carreteras y represas hidroeléctricas, así como el desarrollo de la 
agroindustria que han causado un impacto negativo en las formas de vida indígenas, hasta 




Territorios como Cauca, Nariño y la Sierra Nevada de Santa Marta, entre otros, han 
experimentado en los últimos decenios tensiones constantes entre los actores armados al 
margen de la ley, los explotadores ilegales, las comunidades indígenas y el Estado, cuyos 
intereses se traslapan y han derivado en conflictos tanto pacíficos como violentos. Por tal 
motivo, decimos que la situación de conflicto ambiental que se presenta en territorios de 
comunidades indígenas tiene especial interés para Colombia, debido, entre otras razones, al 
prolongado conflicto interno que ha experimentado el país y que se ha desarrollado 
especialmente en regiones con presencia de cultivos ilícitos y minería ilegal, algunas de las 
cuales son habitadas mayoritariamente por pueblos indígenas. 
En respuesta a la situación descrita, el ordenamiento jurídico colombiano ha 
previsto mecanismos de carácter preventivo y correctivo que buscan evitar y resolver los 
conflictos en estos territorios. A pesar de la existencia de esos mecanismos, prevalecen sin 
resolverse algunas situaciones en las cuales las comunidades indígenas se oponen a 
determinados proyectos por considerar que atentan contra sus intereses o sus principios, y 
en general, porque ponen en riesgo la sostenibilidad ambiental.  
                                                 
1
 A manera de ejemplo, se puede mencionar la confrontación entre la comunidad U´wa y otros actores afines a 
su causa con la Occidental Petroleum Corporation (OXY) por la exploración en el denominado Bloque 
Samoré, con miras a extraer petróleo; esta confrontación se extendió desde 1992, hasta 2002, cuando 
finalmente la OXY cedió el contrato de exploración a la Empresa Colombiana de Petróleo (ECOPETROL), 
argumentando bajas reservas, aunque realmente la decisión obedeció de manera significativa a la activa 
resistencia a sus operaciones en la zona, de acuerdo con la narración que hace el Observatorio de Conflictos 
Ambientales de la Universidad Nacional (OCA, 2019). 
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Ante este planteamiento, en el presente trabajo se analizan los mecanismos de 
resolución de conflictos ambientales que se presentan en territorios de comunidades 
indígenas, con el fin de proponer una alternativa jurídica que facilite su aplicación teniendo 
en cuenta la atribución que establece el artículo 246 de la Constitución Política a las 
autoridades de los pueblos indígenas para ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su 
ámbito territorial.  
Para cumplir con dicho objetivo, estudiaremos tanto los mecanismos de solución de 
conflictos ambientales previstos en la legislación nacional, como algunos instrumentos del 
derecho público internacional que regulan las relaciones con los pueblos indígenas; para 
luego presentar una propuesta jurídica orientada al manejo de este tipo de conflictos 
ambientales.  
Consecuente con la anterior lógica organizativa, es oportuno precisar que esta 
monografía busca dar respuesta al siguiente interrogante: ¿Existen en el ordenamiento 
jurídico colombiano mecanismos eficaces para solucionar los conflictos ambientales que se 
presentan en los territorios de comunidades indígenas? 
Antes de aventurarnos a responder el interrogante, procederemos a explicar que el 
desarrollo del tema se ve justificado al considerar que la forma como se abordar los 
conflictos ambientales en las comunidades indígenas tiene implicaciones en múltiples 
aspectos de la vida nacional; por tratarse de un país en condición de subdesarrollo, que 
necesita la construcción de muchas obras y proyectos, lo que puede llegar a aumentar este 
tipo de conflictos, los cuales requieren establecer una forma eficaz de resolverse, de manera 
que los instrumentos de comando y control, como la licencia ambiental, logre proteger el 
medio ambiente y al mismo tiempo crear condiciones favorables para que se puedan 
construir esas obras necesarias, en armonía con las necesidades de los pueblos indígenas, 
propendiendo siempre por la generación de desarrollo. 
Por otra parte, la comunidad internacional está esperando que las riquezas naturales 
existentes en el país se protejan; sin embargo, al mismo tiempo la realidad indica que el 
Colombia necesita recursos económicos para financiar los costos que implica ofrecer 
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educación, salud, justicia, alimentación y garantizar un mínimo de derechos individuales y 
colectivos, propios de un Estado Social de Derechos.  
En desarrollo de estas tensiones, es de esperarse que se presenten intentos por 
desplazar la frontera entre la explotación industrial del suelo y su utilización para fines 
agrícolas, por lo que se hace necesario construir y generar seguridad para orientar los 
procesos de controversia que están por venir en materia ambiental y en donde estarán 
involucradas las comunidades indígenas. 
Visto lo anterior, ahora si procederemos a decir que como respuesta hipotética a la 
pregunta de investigación, se plantea que los mecanismos jurídicos empleados para la 
efectiva resolución de los conflictos ambientales que se presentan en territorios de 
comunidades indígenas, se deben ceñir a la forma como esas comunidades toman sus 
decisiones, cumpliendo desde luego, con los mismos requisitos aplicables para la 
resolución de conflictos en otras regiones del territorio nacional. 
Ahora bien, teniendo en cuenta el objetivo que se busca cumplir mediante la 
presente investigación, es de suma importancia manifestar que hicimos uso del método 
deductivo (Hernández Sampieri, Fernández, & Baptista, 2014); el cual se clasifica de esta 
forma teniendo en cuenta que el proceso investigativo parte de principios generales que son 
sometidos a análisis que conducen a conclusiones particulares.  
De acuerdo con López y Sandoval (2016), el método deductivo parte de una 
situación general y va hacia lo particular. Es un método que se basa en la observación, el 
estudio y/o el análisis de contenido de diversas fuentes, situaciones o argumentos que 
permiten alcanzar una conclusión pertinente frente a la situación estudiada. Se trata de 
acumular argumentos o evidencias que reafirmen la postura planteada por el investigador. 
De acuerdo con Mason, Hurwitz, Adams, Buker, Slocum y Scott, (2018), el enfoque 
deductivo proporciona un conjunto de procedimientos sistemáticos para analizar fuentes 
que pueden producir resultados confiables y válidos. También se clasifica como de enfoque 
cualitativo (Hernández Sampieri, Fernández, & Baptista, 2014).  
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La investigación se debe abordar mediante la metodología cualitativa y empleando 
la técnica de análisis de contenido, con alcance exploratorio. Se acude a este método debido 
a que no se busca demostrar una determinada hipótesis de estudio con base en estudios 
numéricos o estadísticos, sino mediante el conocimiento profundo de las cualidades del 
fenómeno objeto de estudio. Así mismo, se clasifica como exploratoria porque su desarrollo 
implica la exploración de estudios da carácter jurídico, es decir, constitucional, legal, 
jurisprudencial y doctrinal sobre los conflictos ambientales que se presentan en territorios 




CAPÍTULO 1. CONFLICTOS AMBIENTALES INDÍGENAS EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
En este capítulo se estudia el marco de referencia relacionado con distintos tipos de 
conflicto, incluyendo el ambiental. En primer lugar, veremos el concepto de conflicto desde 
una perspectiva sociológica, pasando a continuación al concepto y las principales 
características del conflicto ambiental, su tipología y las partes que intervienen en estos 
conflictos, para finalmente exponer el concepto de daño como un elemento o eje generador 
de conflictos en territorios de comunidades indígenas. 
1.1. APROXIMACIÓN AL CONCEPTO DE CONFLICTO DESDE UNA 
MIRADA SOCIOLÓGICA  
Para alcanzar una definición clara, se toma como referente inicial a Ardila (2017) 
quien lo refiere como “una pugna expresada al menos entre dos partes interdependientes 
que perciben objetivos incompatibles, recursos limitados y la interferencia de la otra parte 
en la obtención de sus objetivos” (p. 12). En la definición se alude a dos partes 
interdependientes que pueden corresponder a dos individuos que de alguna manera se 
relacionan en un contexto en el cual expresan sus propias creencias, ideas, opiniones, 
costumbres que pueden ser divergentes y por lo mismo se convierten en motivo de 
conflicto; este a su vez refleja falta de armonía, incompatibilidad y pugna entre las partes. 
Pero además se añade a lo dicho por el autor, que en un conflicto existe la posibilidad de 
que puedan estar inmersas más de dos partes, como se verá más adelante.  
En términos de Girard y Koch (1997), “las asociaciones personales con el término 
conflicto tienden a reflejar experiencias y revelar supuestos negativos acerca del mismo; 
asociaciones personales que también son emocionales porque el conflicto significa ira, 
odio, traición, pérdida” (p. 47). Estos conceptos llevan a interpretar que el conflicto tiene su 
sentido y significación en el contexto sociocultural de las comunidades humanas; pues “el 
conflicto es una dinámica interpersonal o intergrupal que refleja contradicciones y 
controversias que bien manejadas, generan procesos constructivos basados en la buena 
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comunicación” (Girard y Koch, 1997: p. 33). Para Deutsch (2014) por ejemplo, “El 
conflicto existe cuando ocurren actividades incompatibles entre las personas”; mientras que 
para Rosa Alzate (2015), el conflicto se asocia a “la incompatibilidad de conductas, 
cogniciones -incluyendo las metas-, y /o afectos entre grupos o individuos que pueden 
conducir o no a una expresión agresiva de su incompatibilidad social” (p. 17).  
Los intereses y las formas de ver el mundo son los que hacen la diferenciación y a la 
vez las diversas valoraciones de los hechos o acciones de las personas que conviven; ahí es 
donde se presenta el conflicto, catalogado como “resultado de la interacción entre las 
personas y los problemas, siendo estos últimos concebidos como algo que demanda una 
solución, y no como una batalla que se debe ganar” (Lederach, 1997, pág. 25). En este 
punto de vista se halla implícita la noción de conflicto como resultado del actuar de los 
individuos en su contexto, así como también la importancia de hallarles solución a través 
del diálogo.  
Por su parte, Fernando Savater (2002), al referirse a la existencia de éste como algo 
propio de las personas y sus colectivos, sostiene que “una sociedad sin conflictos no sería 
una sociedad humana, sino un cementerio o un museo de cera” (p. 89); esto para hacer 
hincapié en que lo malo no es la exista del conflicto, sino que no sepamos cómo 
solucionarlo sin que se convierta en un hecho violento. Vemos entonces que lo importante 
consiste en que el conflicto genere un espacio para el diálogo, la discusión de puntos de 
vista de intereses, la tolerancia y el respeto a la dignidad humana, por ser las personas el 
componente más importante del mismo.  
Para argumentar estos aspectos, Lederach (1997) expone que el conflicto se 
presenta en todas las culturas y en todos los tiempos de la historia de la humanidad, pero 
que se convierten en muestra de “alternativas múltiples para arreglar muchos problemas en 
diversos niveles” (p. 25). Así las cosas, podemos afirmar que para llegar a resolver un 
conflicto es fundamental comprenderlo, establecer el problema y sus causas, los puntos de 
divergencia y convergencia de las personas y los intereses que se mueven a su alrededor.  
El deseo de apoyo y cooperación es otro factor que el autor destaca como 
fundamento para la solución del conflicto; señala al respecto que “se busca el máximo 
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beneficio para todos mediante colaboración comunitaria (…) El interés particular cede al 
interés común, con el resultado de que el conflicto se concibe dentro de un marco 
comunitario y no individual” (Lederach, 1997: p12).  
Los procesos que plantea Lederach se retoman como orientación para extraer los 
elementos generalizables que tienen aplicación práctica y abren posibilidades de acción a 
quienes se involucrarán en el conflicto. Además, se inscriben en los postulados teóricos que 
sobre democracia aporta Alain Touraine (2002), cuando señala que, en el plano de la 
sociedad civil, el concepto de democracia es “el dominio de los actores sociales que se 
orientan al mismo tiempo por valores culturales y por relaciones sociales a menudo 
conflictivas” (p. 203).  
Para definir el conflicto, inicialmente se debe dejar claro que la noción de esta 
palabra no siempre tiene el mismo significado. A nivel social, el conflicto se relaciona con 
situaciones negativas, que no se desean, a situaciones de desavenencias, a violencia, pero es 
trascendental modificar esta concepción del conflicto. Según Torrego (2000), define el 
concepto como se señala a continuación. 
Los conflictos son situaciones en las que dos o más personas entran en oposición o 
desacuerdo porque sus posiciones, intereses, necesidades, deseos o valores son 
incompatibles o son percibidos como incompatibles donde juegan un papel importante los 
sentimientos y las emociones, y donde la relación entre las partes puede salir robustecida o 
deteriorada en función de cómo sea el proceso de resolución (Torrego, 2000, pág. 37). 
Este vocablo denota una coyuntura complicada que puede colocar en contraposición 
a personas, empresas, grupos, pero no se puede definir por los resultados que este genera. 
Es más, el conflicto no se puede eludir, puesto que el hombre es por naturaleza social, es 
decir siempre se encuentra relacionado con las demás personas, inicialmente, este no es ni 
bueno ni malo, puede ser considerado educativo, siempre y cuando se utilice de la manera 
adecuada. Por tal razón, cuando se habla de que el hombre es un ser social, dicha 
afirmación acarrea admitir que la convivencia, por encima de configurar un deber, es un 
requisito entre personas o grupos que a su vez lleva intrínseca una serie de obligaciones.  
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El conflicto en sí surge de una sucesión de intereses, requerimientos, deseos, valores 
donde intervienen de forma trascendental e involuntaria las emociones y los sentimientos, 
que están presentes en distintos entornos, como, por ejemplo, la familia, la comunidad, la 
escuela, en las relaciones laborales y demás formas donde interactúan las personas. En tal 
sentido, no se puede estimar como un suceso falso o traicionero, si entendemos que el 
conflicto constituye la manera como dos o más personas, se ponen en contacto, advirtiendo 
que éstas tienen distintos deseos, intereses o puntos de vista acerca de un mismo tema o 
suceso. De esta forma, es como Echavarría (1996) concibe el concepto de conflicto en los 
términos que se transcribe a continuación. 
Un conflicto es un choque de intereses y puede producirse entre personas, grupos 
sociales, naciones y también en el interior de una persona, su aparición, sea del tipo que 
fuere, provoca emociones y moviliza los sentimientos de las personas implicadas 
(Echavarría, 1996). 
El hombre desde que nace y se adapta en su hogar y otros medios, convive con otras 
personas, y es desde ese momento en que adquiere la cimentación de sus principios y 
valores, que va encausando y robusteciendo en la gran mayoría de veces de una manera 
positiva, y en otras negativamente, es decir, de lo que va aprendiendo, va tomando cosas, o 
se va acomodando a ellas, las cuales defenderá como forma de vida. 
Con base en la convivencia del mundo de hoy que busca robustecer una cultura de 
paz, se requiere buscar las maneras más apropiadas para enfrentar los conflictos que se 
presentan por las relaciones con los demás que tienen que ver con el desarrollo social, ético, 
moral, afectivo e intelectual de las personas. Se debe resaltar que los conflictos o 
confrontaciones pueden presentarse también a nivel intrapersonal, donde la persona 
presenta en su interior una pugna de ideales; la cual surge de manera natural en todos los 
seres humanos y se requiere para avanzar en su proceso que exista desarrollo no solo en las 
mismas personas que conforman una sociedad, sino en la sociedad misma (Baldovino & 
Reyes, 2017). 
Bajo este panorama, el conflicto se produce por discrepancias con relación a la 
cimentación social de riesgos, que se presentan tácitamente en sucesos que hacen que las 
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personas lleguen a lo más elevado de su capacidad emocional, mostrando aspectos 
violentos como por ejemplo pérdida de control y de mando, generando una solución que no 
es la mejor para confrontar el conflicto, ya que no atraviesa por procedimientos de 
reconstrucción de los sucesos, donde se estudian los pro y contras y de qué manera, con su 
aplicabilidad pudiesen generar favorecimientos para quienes intervienen (González, 2017). 
Finalmente, es necesario aventurarse a afirmar que el conflicto se requiere como una 
forma genuina y natural para generar progreso en las personas y la sociedad misma, en 
tanto que constituye un mecanismo que permite el cambio social; guardando estrecha 
relación con los fines perseguidos con la academia por ejemplo; ya que el conflicto también 
forma parte de estas micro sociedades que constituyen los planteles educativos, puesto que 
en los salones de clase convergen estudiantes que pueden presentar multiplicidad de formas 
de pensar y con la firme convicción de defender los postulados que han interiorizado a lo 
largo de su existencia, en los distintos círculos sociales que los rodean. 
1.2. EL CONFLICTO AMBIENTAL: CONCEPTO Y 
CARACTERÍSTICAS  
A diferencia del conflicto desde una mirada sociológica, el conflicto ambiental se 
puede relacionar específicamente al entendimiento de la problemática ambiental ocasionada 
por perjuicios a la naturaleza y la presión social generada por la contraposición de intereses 
entre los distintos actores del conflicto, por la utilización o asignación de recursos 
ambientales. Aunque, al analizarlo con relación a sus componentes, tendrá relación con el 
estudio efectuado a los distintos actores, grupos o entidades que conforman esta situación 
de conflicto, conforme al grado de conocimiento y dominio que posean, los vínculos entre 
estos actores, la cronología que tenga el conflicto y su entorno, al igual que los temas que 
corresponden a éste, es decir, el motivo por el cual surge el proceso conflictivo (Chávez & 
González, 2015). 
El conflicto ambiental conforma un procedimiento activo y dinámico, mientras que 
el nivel de intensidad del comportamiento que genera el conflicto cambia temporalmente, a 
causa de las transformaciones que se generan en las apreciaciones y actitudes de los 
actores, surgen ascensos, paralización o descensos de los mecanismos de dominio que usan 
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las partes involucradas para alcanzar sus propósitos (Olmos, 2014). Por lo tanto, con base 
en una visión desde muchas dimensiones relacionada con los conflictos que hace mención a 
los componentes interdisciplinares que lo conforman, ya sea por los actores que intervienen 
en él, o las entidades sociales que están relacionadas al mismo. 
Por su parte, los conflictos relacionados con asuntos ambientales son más 
manifiestos puesto que los vínculos del hombre con la naturaleza, tienen el propósito de 
cambiarla para lograr su propio beneficio. Así, los conflictos ambientales nacen con base en 
una lucha de múltiples intereses, que deja como resultado el perjuicio de los recursos 
naturales y por lo tanto del medio ambiente, puesto que en esta clase de conflictos los 
intereses que se disputan son de tipo colectivo, donde la titularidad recae sobre toda la 
sociedad y perjudican la calidad de vida de los individuos y las condiciones del medio 
ambiente (Valencia, 2010). Decimos entonces, que el conflicto ambiental abarca las 
reacciones de las personas o grupos que están inmersos en éste, lo que genera un 
enfrentamiento y lucha de intereses que están opuestos.  
Para que aparezca un conflicto ambiental, se requiere que surjan acciones o se 
presenten omisiones por parte de quienes estén involucrados, lo cual posibilita la 
cualificación del conflicto, ya que quienes están inmersos en esta disputa, consiguen que 
tanto el gobierno y la sociedad, como los sectores industriales, y demás actores, puedan 
defender sus intereses, teniendo presente que cuando exista una conciliación entre las 
partes, podrá alcanzarse una solución pacífica. Por consiguiente evidenciamos que la 
participación, conforma un elemento primordial para solucionar los conflictos ambientales, 
porque conforma la ocasión que tiene la autoridad ambiental para intervenir, a través de una 
atmósfera de vinculo común y diálogo de los distintos intervinientes, donde se van a 
plantear todos los requerimientos que se esperan alcanzar (Muñoz, 2012). 
Una vez realizado este pequeño contexto, es menester adentrarnos en  las 
implicaciones y especificidades que caracterizan al conflicto ambiental, las cuales veremos 
a renglón seguido: 
 Tienen relación con disputas en torno al acceso, utilización, repartición, dominio, 
los recursos, la calidad en cuanto a daño o preservación de los recursos naturales en 
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un área en concreto, o de acuerdo con las condiciones de la calidad ambiental del 
entorno, que así mismo perjudica la calidad de vida de los individuos (Maya, y 
otros, 2010). 
 Tienen relación a la habilidad con que cuenta el hombre/sociedad para cambiar los 
ecosistemas, y conforme a la manera como cada sociedad se adueña de los recursos 
naturales. 
 La multiplicidad en los objetos de conflictos ambientales, acarrean un grado de 
complejidad en sus particularidades, manifestada en aspectos relacionados en la 
asistencia a la diversidad de actores con distintos niveles de participación, el 
implicar intereses colectivos y diversos, al igual que motivaciones de tipo social, 
político, económico y de múltiples áreas del conocimiento. 
 Tiene que ver con aspectos acerca de los cuales hay duda, inseguridad y distintas 
ideas o estimaciones que quienes conforman el conflicto les brindan a actividades 
que perjudican o amenazan el medio ambiente. 
 Existen vínculos de enfrentamiento por las problemáticas de interacción social, 
escaso diálogo, poca intervención de la población local en las determinaciones de 
nivel público, lo que permite determinar que el conflicto es más de tipo social y 
político, que solamente técnico. 
 Es habitual que surjan en presencia de otra clase de conflictos más estructurales, que 
subsisten o surgen como manifestación a prácticas sociales, económicas, políticas, 
que hacen que exista riesgo en el abastecimiento, calidad y proporción de los 
recursos naturales que se requieren para la vida y base de todas las tareas que realiza 
el hombre. 
 Tienen que ver más con la vigilancia de las economías de un territorio y los espacios 
esenciales de la humanidad, que por la preservación de los recursos naturales que 
son explotados, antes que preservar los recursos naturales concretos, por lo que más 
se preocupa es la vigilancia de la zona donde se presenta el conflicto y que abarca la 
conservación del medio ambiente. 
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 Conforman la organización del espacio social a niveles que están desde lo 
individual hasta lo grupal, los conflictos por el territorio surgen en muchos aspectos 
sociales, ya que la organización del espacio, conforma un proceso que está 
involucrado por los vínculos de dominio, y, por lo tanto, nunca culmina. 
De esta manera, podemos afirmar que dentro de las causas que generan el 
surgimiento de un conflicto ambiental, se encuentran unas objetivas y otras subjetivas. Las 
causas objetivas, son aquellas causas imparciales, racionales o materiales, que se pueden 
analizar de manera experimental, se pueden dictaminar y conforman los efectos de las 
maniobras o trabajos de un grupo por implantar un orden concreto, conseguir, reafirmar un 
dominio, o mantener vínculos de poder, separación y fijación, bien sea a nivel oficial o no. 
En sentido contrario, las causas subjetivas, tienen que ver con componentes que no son 
medibles, lo que dificulta su indagación o inspección, puesto que surgen de las 
particularidades del hombre, como por ejemplo la necesidad de reconocimiento, procesos 
de cimentación de identidades y las maneras particulares de tasar y concebir el mundo. 
En el mismo sentido, vemos como los conflictos ambientales suelen derivarse 
cuando cada conjunto social usa los recursos naturales de diferente forma, o porque 
determina transformar la forma de operarlos (Amaya & Gómez, 2018). Es así como las 
disputas se pueden generar cuando los requerimientos e intereses son contradictorios, o 
cuando las preferencias de un grupo de personas, no se encuentran dentro de las políticas, 
programas o planteamientos –desigualdad en la distribución de los recursos-. A su vez, 
estos conflictos pueden presentarse por las discrepancias en los métodos de maniobra 
locales y los métodos incorporados, las equivocaciones y la falta de claridad en la 
información acerca de las normas y principios, al igual que por fenómenos de exclusión. 
Así mismo, se presentan conflictos micro sociales los cuales surgen entre habitantes 
de una misma área, haciendo alusión a circunstancias concretas de aprovechamiento de 
recursos naturales o contaminación. De otra parte, hay conflictos de tipo macro social, 
donde las discrepancias son de orden estructural y allí participa el Estado, las empresas 
privadas, los actores armados y la población civil; generando discrepancias que conforma el 
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factor principal de todos los conflictos, con base en el patrón de desarrollo que existe, la 
pobreza y la adaptación de políticas (Quiroga, 2018).
2
 
De acuerdo con Ortega y Serrano (2018) los conflictos ambientales hacen referencia 
a las situaciones que surgen de procesos que tienen que ver con el diálogo entre las 
diferentes partes que intervienen, con base en enfrentamientos, debates, controversias en 
niveles local, nacional, regional y global; por lo que la naturaleza de esos conflictos se 
relaciona normalmente con el adueñamiento, el saqueo, la polución, la posesión, la 
transformación y los impactos negativos sobre el medio  ambiente. También, se presentan 
esos conflictos con base en dificultades e injusticias redistributivas sobre el medio 
ambiente, por no existir igualdad e imparcialidad con relación a los derechos e intereses 
entre el hombre y la naturaleza, lo que pone en evidencia desequilibrios, en la repartición 
de los bienes. Así mismo puede tratarse de desequilibrios referentes a cargas por polución, 
daño, degradación, desalojos,  perjuicios ecológicos y sociales, a partir de los cuales surgen 
toda clase de reivindicaciones en diversos sectores de la población, primordialmente para 
los más pobres que buscan subsistir con base a su sumisión de los ecosistemas locales 
(Otega, 2018). 
A manera de conclusión, podemos decir entonces que los conflictos ambientales 
constituyen desacuerdos sobre la conservación, acceso, control, uso y aprovechamiento de 
los recursos naturales, normalmente derivados de sus escases, toda vez que las partes 
quieren utilizar estos recursos, en algunos casos de manera irracional o desproporcionada y 
en algunos sencillamente, se propende por una estricta conservación, hecho este que genera 
esa pugna o contraposición de intereses entre los agentes que intervienen.    
                                                 
2
 Como ejemplo de este tipo de conflictos, se puede citar el caso de una instalación piscícola que se ubica 
aguas arriba de una quebrada que abastece el agua para regadío de un cultivo agrícola, en predios de 
diferentes propietarios. La instalación piscícola requiere de agua permanente para mantener el nivel de 
oxígeno necesario para que los peces se reproduzcan y crezcan, y ese mismo recurso es necesario para que los 
cultivos también puedan mantener la humedad que necesitan, especialmente en las épocas de baja 
pluviosidad. Estos dos usos del agua terminan compitiendo por un mismo recurso, por lo que pueden derivar 
en un conflicto ambiental a escala micro social. (Martínez, 2018) 
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1.3. TIPOLOGÍA DEL CONFLICTO AMBIENTAL 
Sabatini (1997) propone la clasificación de los conflictos ambientales de forma que 
la misma responda a diferentes criterios. Así, al hablar de conflictos ambientales in situ 
hace referencia a aquellos donde existe un enfrentamiento de intereses o de derechos, 
concretamente a nivel económico, y que tiene que ver con la salud y la calidad de vida que 
producen un efecto ambiental entre actores de un área en específico. A su vez, los 
conflictos ambientales de enfoque, vistos como aquellos generados en los valores de tipo 
político; los cuales según el autor, poseen mayores obstáculos para conseguir terminar con 
el conflicto a través del diálogo. Dicha afirmación es parcialmente compartida, en tanto que 
los intereses debatidos en espacios de orden político, no necesariamente responden a 
argumentos de tipo técnico como sustento a las decisiones adoptadas; pero si responden a 
interés individuales, en donde estos últimos terminan imponiendo su poder, eliminando el 
conflicto en instancias administrativas, a la vez que se abre la puerta para el comienzo de 
nuevos conflictos.  
Con relación al tiempo, existen otras dos clases de conflictos ambientales; los 
conflictos ambientales ex ante, los cuales se caracterizan porque se presentan antes de que 
nazca el efecto ambiental. Habitualmente poseen una mayor tasa de previsión, si se utiliza 
el mecanismo de las evaluaciones de impacto ambiental (EIA). En contraposición, 
encontramos los conflictos ex post, los cuales se caracterizan porque surgen en impactos 
ambientales que ya están presentes. 
Luego de ver y analizar la tipología de los conflictos ambientales de manera 
genérica, aterrizamos en Muñoz citado en Londoño, Güiza y Muñoz (2012), quien expone 
que conforme a las contribuciones y experiencias de trabajadores de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible (CAR), en Colombia existe una 
clasificación propia de conflictos ambientales. De igual forma, según Londoño citada en 
Londoño, Güiza y Muñoz (2012), en Colombia los conflictos son múltiples y de bastante 
complejidad, tienen que ver inicialmente, con la explotación de los recursos naturales como 
la minería y la labor con el petróleo; en segunda posición, tienen que ver los conflictos por 
la ejecución de obras de infraestructura como vías y puertos, y en tercer lugar están los 
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conflictos que surgen por los daños a los recursos hídricos, como por ejemplo la 
degeneración de los humedales y la contaminación de aguas, que son de consumo del 
hombre. Dicha jerarquización, surge luego de haber analizado los resultados de talleres y 
seminarios que contaron la participación de funcionarios de las CAR Colombianas.  
Como se observa, los conflictos ambientales se pueden clasificar con base en 
diferentes criterios. Así, de acuerdo con el sector de la economía que perjudica el recurso 
natural, se clasifica por sectores primario, secundario y terciario. El sector primario es el 
que se encarga de los productos que emanan de forma directa de la naturaleza, e incluye 
ganadería, pesca, forestal, minero, petrolero, etc.; en el sector secundario se agrupan 
actividades de transformación de materias primas en productos terminados o semi 
elaborados, como el sector industrial, energético, de construcción y demás. Por último, el 
sector terciario o de servicios, que abarca actividades tales como transporte, 
comunicaciones, comercio y turismo, entre otros (Embid, 2014). 
Otra forma de clasificar los conflictos es con base en el tipo de área que perjudica; 
de acuerdo con este criterio, se presentan conflictos en zonas de grupos étnicos como los 
resguardos indígenas y los consejos comunitarios; en áreas de especial protección 
ambiental como el Sistema de Parques Nacionales Naturales (SPNN), humedales, páramos,  
y reservas forestales, entre otras; las áreas de amparo cultural o arqueológico, las áreas 
urbanizadas y las áreas rurales. A su vez, si la clasificación se basa en los recursos naturales 
que se ven perjudicados, se distinguen el agua, el aire, la flora, la fauna y el suelo. 
Finalmente, en este segmento podemos ver otro tipo de clasificación que se da de acuerdo 
con la legalidad o ilegalidad de la actividad con la cual se pueda estar viendo afectado un 
recurso natural o de acuerdo con la existencia o no de los grupos armados ilegales. 
(Londoño, B., 2012). 
De igual manera, y conforme lo señala Quintana (2014) existe la clasificación de 
conflictos ambientales por problemas de datos, por discrepancia de intereses y por 
dificultades estructurales, los cuales se explican de manera detallada, al mismo tiempo que 
expondremos la respectiva solución, como se verá a continuación: 
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Los conflictos ambientales por problemas de datos se presentan ante la falta o 
ausencia de información requerida para tomar las determinaciones; pero además porque en 
muchas circunstancias la información es manejada para el provecho de una de las partes, 
dentro de los cuales, en diversas ocasiones se generan imágenes públicas, que 
posteriormente es difícil de eliminar. Estos conflictos se pueden superar mediante la 
adquisición de la información apropiada y confiable. 
A su vez, los conflictos ocasionados por discrepancia de intereses se presentan 
cuando hay multiplicidad de intereses entre las partes que se encuentran en disputa, y cada 
una de las ellas busca implantar sus propios intereses y sacrificar los demás. La razón del 
conflicto puede ser, tanto por motivos sustanciales (dinero, tiempo, recursos) como por 
procesos (la manera como se va a solucionar el conflicto), o por circunstancias psicológicas 
(apreciación de confianza, seriedad, respeto). Una de las condiciones para que se presenten 
resoluciones para esta clase de conflictos, es que el tipo de solución esté acorde con la 
satisfacción de la mayoría de los intereses que buscan los participantes, teniendo en cuenta 
los diversos motivos por los que surgen. 
Por último, los conflictos generados por dificultades estructurales tienen que ver con 
ciertos patrones de vínculo entre entidades y personas. En muchas ocasiones, estos 
conflictos pueden ser generados por factores externos a las partes que se encuentran en 
disputa, como sería el caso por restricción de autoridad, porque no se poseen los recursos 
bien sea de tipo financiero o la parte humana, por restricciones geográficas, por falta de 
tiempo, pero también se pueden presentar conflictos por las estructuras organizativas que 
poseen las entidades como por ejemplo el verticalismo jerárquico. 
1.4. ACTORES EN EL CONFLICTO AMBIENTAL: COMUNIDAD 
INDÍGENA, ESTADO, PARTICULARES 
Para comprender mejor la forma como se gestionan los conflictos ambientales en 
los territorios de comunidades indígenas, resulta preciso conocer sus sistemas de 
organización social, aspecto que se desarrolla en este apartado; entendiendo las 
características propias que tienen las distintas formas estructurales en las comunidades 
indígenas y la existencia de autoridades propias: Cabildos, capitanías, caciques, etc. 
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Los cabildos son instituciones que surgieron por los mismos españoles, cuyo 
objetivo era vigilar las comunidades, y con el transcurso del tiempo, estas autoridades 
indígenas conforman el respaldo de cohesión y autonomía de la comunidad. La actividad de 
los cabildos anteriormente era manejada por entidades externas a las comunidades 
indígenas como la iglesia, los políticos, los alcaldes e inspectores de policía, aunque 
también había condiciones para el robustecimiento y una nueva vida de estas formas de 
gobierno propio. Actualmente, los cabildos conforman el entramado organizacional 
esencial del movimiento indígena, también se debe señalar que en Colombia dentro de 
regiones como los Llanos Orientales, el Pacífico y la Selva Amazónica donde nunca 
existieron (Jaramillo, 2011). Así mismo, existen los resguardos que son territorios 
considerados por Ley como tal y que conforman la pertenencia común de las comunidades 
indígenas (Jaramillo, 2011). Los cabildos según el Decreto 2164 (1995) es la entidad 
pública especial, conformada por miembros de una comunidad indígena, que son escogidos 
y admitidos por dicha comunidad, poseen una estructuración socio política típica, y tienen 
la tarea de personificar de forma legal a la comunidad, llevar a cabo las labores que le 
confieren las leyes, sus costumbres y el reglamento interno que posee cada comunidad 
(IGAC, 2017). 
Los resguardos indígenas conforman una posesión o propiedad colectiva de las 
comunidades indígenas, conforme al artículo 329 de la Constitución (1991) bajo el cual se 
conforman las entidades territoriales indígenas, y donde se establece que estos resguardos 
establecen propiedad colectiva y que no se puede vender. También conforme al artículo 63 
de la Constitución Política (1991), las tierras que integran los resguardos son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables
3
. Los resguardos conforman una institución legal y socio 
política de índole especial, integrada por una o más comunidades indígenas, y que de 
acuerdo con una acreditación de propiedad colectiva y que posee las mismas garantías de 
una propiedad privada, tienen un terreno y para el funcionamiento de éste, se basan en una 
                                                 
3
 La Corte Constitucional ha sido clara en este sentido, como puede verse en las Sentencias T-601 (2011), T-
387 (2013) y T-522 (2016), entre otras. En todas ellas el Tribunal se ha referido a esas características de los 
territorios indígenas en virtud del respeto de la autonomía de las comunidades en su ámbito territorial, al que 
le reconoce una especial connotación cultural, política, religiosa, por lo que ameritan su protección jurídica. 
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estructuración autónoma respaldada por el fuero indígena y el método propio de reglas que 
poseen (IGAC, 2017). 
También existen características étnicas y culturales que conforman la diferenciación 
más especial de las comunidades indígenas, dentro de ciertas comunidades existe una 
arraigada conciencia de pueblo indígena, con sus propias cosmovisiones, historias y 
costumbres, con áreas concretamente definidas, y que poseen sus maneras particulares de 
autoridad y estructuración social. Así mismo, dentro de las características con las que 
cuentan las comunidades indígenas, tiene que ver con las prácticas de compensación y 
participación, que conforman las comunidades y que en situaciones difíciles han aportado 
para su supervivencia como pueblos, y han cimentado sus organizaciones y movimientos 
sociales como lo son, las prácticas de trabajo comunitario, la minga, el cambio de mano, el 
convite y el unuma.
4
 
Con relación a la ideología de estas comunidades indígenas, ha sido decisiva la 
injerencia de los payés, mamos, jaibanás, curacas, etc.
5
, es decir, aquellos chamanes o 
médicos de tradición indígena para las movilizaciones efectuadas por sus comunidades. 
Líderes espirituales, que son necesarios por dichas comunidades, para poder confrontar los 
impactos de los sistemas políticos desfavorables (Jaramillo, 2011). 
Así mismo, los territorios indígenas se conforman por las zonas que poseen de 
manera continua una comunidad o grupo indígena, y por aquellas zonas que, aunque no 
                                                 
4
 La minga proviene del quechua “mink´a” y es una expresión tradicionalmente empleada por diferentes 
comunidades andinas para referirse a los momentos en los que realizaban cultivos agrícolas de forma 
colectiva; esos cultivos beneficiaban a toda la tribu, por lo que todos sus integrantes debían colaborar en 
alguna fase, desde el cultivo hasta la cosecha. Cambio de mano es un intercambio de trabajo que se establece 
entre la familia extensiva, “hoy trabajo en tu e`jh (en lengua nasa) y mañana me ayudas en la mía” 
(Comunidad Andina, 2009). Unuma es una expresión del pueblo guahibo para referirse también al trabajo 
comunal (Alzate L. , 2017). Los convites incluyen diferentes tipos de banquetes en donde se sirven manjares 
propios de cada región, y pueden emplearse para agasajar a las personas que contribuyen a la realización de 
una tarea de interés individual o colectivo; es usual que el beneficiario de la actividad se rote entre los 
integrantes del grupo, de acuerdo con los proyectos agrícolas o de construcción que cada uno vaya 
requiriendo. (Villar & Jiménez, 2007). 
5
 Existen diferentes nombres para designar a los médicos indígenas en cada región: “Chamán es el payé de los 
pueblos indígenas de la frontera entre Colombia y Brasil, el mamo de los Kogui en la Sierra Nevada de Santa 
Marta, el jaibaná de los indígenas del Chocó y también el curaca, sinchi o taita entre los pueblos del 
piedemonte amazónico colombiano” (Zuluaga, 2006, pág. 4). 
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estén en posesión total, conforman el entorno habitual de sus actividades sociales, 
económicas y culturales. En esos territorios están las denominadas reservas indígenas que 
conforme al Decreto 2164 (1995) está integrado por un terreno que está asentado por una o 
varias comunidades indígenas que fue definido y entregado legalmente por la Agencia 
Nacional de Tierras (ANT) a las comunidades indígenas para que realicen dentro de él los 
derechos de utilización y beneficio sin que intervengan terceros. Estas reservas conforman 
tierras comunales de grupos étnicos, conforme a lo establecido en el artículo 63 de la 




Finalmente, es dable mencionar que la cultura proviene de un vocablo que hace 
alusión a aquello que se ha sembrado entre los seres humanos, que de acuerdo con lo que se 
ha conocido se distribuye y se interpreta en costumbres, lenguas, convicciones y estilos de 
vida. La cultura conforma algo que se considera como propio, la cultura de un pueblo viene 
de sí mismo, o del contacto o transmisión de dentro o hacia afuera, por lo que podemos 
advertir que los pueblos y las personas poseen usos, costumbres, creencias y convicciones 
que le son propios, sin tener en cuenta si son rasgos que vienen del pasado. Ahora bien, con 
relación a la cultura de los pueblos indígenas, su derecho a ser distintivos, no se puede 
excluir de un derecho a lo propio, del derecho a su cultura, a lo que les pertenece, lo que les 
proporciona su identidad precisamente como comunidades indígenas (IGAC, 2017). 
Según Toledo (2011), cuando se va a analizar un conflicto que tenga que ver con 
una pugna o choque por el ambiente, se requiere estudiar los vínculos entre los diversos 
grupos sociales, con el fin de poder llegar a esclarecer las bases para acceder a los bienes y 
                                                 
6
 De acuerdo con García (2016), se pueden identificar las reivindicaciones raizales ante la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991, las cuales son: un artículo orientado a garantizar, reglamentar y reconocer su identidad 
cultural, particularmente sus formas de organización social, gobierno propio, costumbres, lengua, educación y 
usos y formas de propiedad de la tierra; reconocimiento de los territorios nativos como entidades territoriales; 
autonomía dentro de su territorio y participación en las asambleas departamentales; acceso al desarrollo 
económico y social, acorde con sus tradiciones y cultura; participación en los órganos competentes para 
planes y programas de gobierno que afecten a su comunidad; circunscripciones electorales especiales, de 
orden nacional, regional y local para su etnia. 
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servicios de la naturaleza, e igualmente, las pretensiones y maneras de atribución del 
espacio. 
En este orden de ideas se puede vislumbrar como el factor social de la disputa 
ambiental se fundamenta en aquellas estructuraciones o asociaciones que discrepan de 
manera directa con relación a la utilización o adjudicación de los recursos naturales o con 
relación al efecto ambiental que generan, ya que los actores conforman a quienes custodian 
los intereses, requerimientos, estimaciones, principios, emociones, comportamientos, 
actitudes y soluciones (Cortés, 2019), siendo los encargados de los principios y variaciones 
de los conflictos. De esta manera, reconocerlos, clasificarlos y estudiar el grado de 
participación, es trascendental para cimentar de forma colectiva la manera como se debe 
reaccionar para poder llevar a cabo los cambios que generan esas situaciones de conflicto. 
Así mismo las partes que intervienen en un conflicto, se pueden clasificar en 
organizaciones o bien sea personas, dependiendo del nivel de intervención en el espacio de 
sus actuaciones. También se pueden diferenciar de acuerdo con su nivel productivo o nivel 
de intervención con el mercado y el nivel de participación dentro del conflicto; encontrando 
en esta última clasificación, actores primarios o directos y actores secundarios o indirectos.  
Dicha clasificación es de suma importancia porque cuando se van a estudiar las 
partes intervinientes en un conflicto, se debe tener en cuenta que cada actor posee sus 
propias apreciaciones, intereses y requerimientos acerca del conflicto. (Chávez & 
González, 2015). 
Otro componente que conforma la integración de las partes de un conflicto, tiene 
que ver con la apreciación a la manera como el individuo analiza el mundo o los sucesos 
que se vinculan con situaciones específicas, razón que determina la posición adoptada por 
la persona durante el proceso que rodea el conflicto. De igual forma, se deben tener en 
cuenta las posiciones que poseen los actores que intervienen en el proceso, ya que esto tiene 
injerencia al momento de tomar determinaciones, en la cantidad de información que surge, 
el grado de estructuración y el poder acceder a los recursos (Chávez & González, 2015). 
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De igual manera, dentro de los conflictos ambientales están implicados actores 
exógenos como lo son: el Estado, las empresas y las Organizaciones No Gubernamentales 
(ONG), e igualmente comunidades que se ven perjudicadas de forma directa o indirecta en 
la realización de proyectos que tengan que ver con extracción, incautación o privación de 
uno o varios recursos naturales existen en el ambiente donde se desenvuelven. 
Según el Instituto de Estudios Ambientales de la Universidad Nacional (2012), 
existe una clasificación de los actores que habitualmente forman parte de un conflicto 
ambiental, como se señala a continuación: 
 Actor receptor o perjudicado: Es aquel actor que se puede ver afectado de forma 
directa o indirecta por el suceso productor del conflicto ambiental. 
 Actor generador: El actor que por sus labores genera el suceso que produce el 
conflicto 
 Actor iniciador: Individuo que con relación al suceso productor del conflicto 
expresa inicialmente su desacuerdo, generando u orquestando el conflicto. 
 Actor regulador: Conforma la autoridad que tiene la potestad de saber, solucionar, 
determinar etc. Acerca del suceso que provoca el conflicto. 
 Medio ambiente: Bien jurídico amparado o a resguardar. 
De igual forma, señala el Instituto de Estudios Ambientales de la Universidad 
Nacional (IDEA) que las posiciones son aquellas que adoptan quienes integran un 
conflicto, una frente a la otra, y que habitualmente no se prestan a controversia. Los 
razonamientos que ofrece cada parte de la disputa van en contrario y de manera tajante y 
distinta acerca del mismo punto, manifestando y protegiendo cada uno su postura. Mas, sin 
embargo, las posiciones que adopten casi siempre ocultan las circunstancias verídicas e 
intereses que se ven inmersos, por lo que casi siempre que se testifican posturas, las pueden 
estar cambiando por otras. 
También en estas posturas, están los intereses que tiene cada una de las partes por 
lograr de su contraparte, así mismo están los requerimientos de cada una. Otro aspecto que 
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se encuentra en juego, es la apreciación que tiene cada parte sobre el conflicto, y la manera 
de interpretar el mundo y los sucesos que lo circundan. 
En el mismo sentido, y según (IDEA, 2012), existen distintas clases de poder que 
quieren dejar ver los actores. En primer lugar, está el poder que surge de la posición 
esencial que posibilita ejercer influencia en la toma de determinaciones, lo que implica 
contar con la autoridad, poseer un medio de comunicación masiva, etc. Luego encontramos 
el poder que deviene del conocimiento, en el cual se requiere contar con la información o 
poder tener acceso a ella, al igual que el entendimiento esencial de los asuntos que tienen 
que ver con el conflicto, mientras que el poder personal debe ser convincente, impositivo, 
poseer estatus, etc. En última instancia, encontramos el poder político, entendido como la 
posibilidad de contar con figuración o tener acceso al liderazgo político, o contar con 
influencias que permitan desequilibrar la balanza en favor de alguna de las partes.  
Estos poderes se manifiestan a través de diferentes facetas presentes en el conflicto 
ambiental, facetas que pueden ser de tipo biogeográfico, geopolítico, a nivel social y 
cultural, económico y étnico, y se relacionan con los actores que intervienen en ellos que 
son actores del sector estatal, del sector privado, la ciudadanía, los grupos étnicos, etc. 
Razón por la cual, quienes conforman los integrantes de los conflictos ambientales, fuera de 
que permiten determinar el nivel de responsabilidad que tienen por las acciones que 
realizan, también permite conocer hacia qué aspecto se debe dirigir la atención, con el fin 
de eludir, reducir o terminar con dichos conflictos. 
En otras palabras, el desarrollo de la gestión ambiental en Colombia, es de 
trascendencia no solamente a las entidades del Estado y sus órganos ideológicos (escuelas, 
universidades, sistema jurídico, medios de comunicación, etc.), sino que también repercute 
hacia la implicación que se extiende en la sociedad civil, en la conformación de nuevos 
estilos de vida, vínculos de dominio o poder y estilos de producción. Por lo tanto, los 
actores que forman parte de los conflictos ambientales abarcan desde instituciones o 
comunidades, hasta el sector privado o los dueños de los proyectos. Para mayor ilustración, 
en la Tabla 1 se señalan los actores estatales o institucionales del conflicto ambiental, que 
son los que tienen injerencia directa en la política y gestión ambiental. 
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Tabla 1. Actores estatales o institucionales del conflicto ambiental 
Tipo de actor Entidades 
Instituciones 
Ambientales 
 Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible como organismo 
rector de la gestión del ambiente y de los recursos naturales 
renovables. La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales –
ANLA- y la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques 
nacionales Naturales –UAESPNN-. 
 Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible. 
 Autoridades ambientales urbanas –AAU-. 
 Las entidades adscritas y vinculadas al Ministerio de Ambiente y que 
brindan apoyo científico y técnico al Sistema Nacional Ambiental –
SINA-. El Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales –IDEAM-. El Instituto de Investigaciones Marinas y 
Costeras “José Benito Vives de Andreis” – INVEMAR-; el Instituto 
de Investigación de Recursos Biológicos Alexander Von Humboldt; 
el Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas –SINCHI - y el 
Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico –IIAP-. 
Otras Instituciones 
 Departamento Nacional de Planeación  
 Ministerio del Interior 
 Instituciones con competencia para realizar proyectos o dueñas de 
proyectos como Invías 
 Departamentos, distritos, municipios y territorios (los territorios 
indígenas fueron reconocidos como entidad territorial y cultural de 
los pueblos indígenas).  
 Departamentos de control (Para la defensa de los derechos). 
Rama Judicial y 
Rama Legislativa 
 Rama Judicial es encargada de resolver los conflictos ambientales a 
través de las decisiones proferidas en los procesos judiciales, 
especialmente por acciones públicas como tutelas y acciones 
populares, entre otras. 
  La Rama Legislativa es la encargada de expedir las Leyes. 
Actores Sociales  Las organizaciones comunitarias y no gubernamentales relacionadas 
con la problemática ambiental como las organizaciones y pueblos 
étnicos; de orden local, nacional e internacional, y organizaciones 
locales, comunitarias o ciudadanas. 
 Gremios de la producción y empresas dueñas de los proyectos 
 Academia (Universidades y centros de investigación, públicos y 
privados). 
 Medios de comunicación (denuncia y divulgación de los sucesos). 
 Organizaciones internacionales involucradas con la temática 
ambiental. 
Fuente: Rodríguez (2016, pág. 62) 
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Con relación a las autoridades competentes de la gestión de temas ambientales en 
cuanto a conflictos por estas circunstancias, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (MINAMBIENTE), es la entidad que tiene bajo su cargo la gestión y la política 
ambiental, y debe realizar la tarea de generar un vínculo respetuoso de la sociedad con la 
naturaleza, conforme a lo establecido en el artículo 2° de la Ley 99 (1993) (Herrera, 2001). 
De otra parte y no menos importante, es fundamental resaltar el papel que 
desempeñan las entidades de control en el seguimiento a los acuerdos que surgen al 
escalonar los conflictos ambientales, tal y como se describe en la Tabla 2. 
Tabla 2. Órganos de control que vigilan los conflictos ambientales 
Organismo Actividad 
Contraloría General de la 
República 
En cumplimiento del Artículo 267 de la Constitución 
Política, ejerce un control fiscal sobre la gestión de la 
administración pública. Busca la eficiencia, economía, 
eficacia, equidad y valoración de los costos ambientales y 
debe informar al legislativo sobre el estado de los recursos 
naturales y el ambiente. 
Ministerio Público  Procuraduría General de la Nación: Encargada de la 
defensa de los derechos e intereses colectivos. Realiza a 
través de la delegada para asuntos ambientales la vigilancia, 
el seguimiento y el control de la gestión ambiental. Ejerce 
acciones judiciales y administrativas para la defensa de los 
derechos ambientales, según lo establecido en el Artículo 
278 de la Constitución Política. 
 Defensoría del Pueblo: Efectúa asesoría y acompañamiento 
a los ciudadanos en la defensa de los derechos. Divulga, 
promociona y orienta los ciudadanos en el ejercicio de la 
defensa de los derechos colectivos a través de la Delegatura 
para asuntos ambientales (Artículos 281, 282 y 284 de la 
Constitución Política).  
 Personerías distritales y municipales: Encargadas de la 
defensa de los derechos ambientales de los ciudadanos  
(Artículo 118 de la Constitución Política) 
Fuente: Rodríguez (2016) 
Estas entidades, junto con la misma comunidad deben velar por una excelente labor 
pública y privada, que posibilite respaldar las normas ambientales, para así conservar el 
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medio. Por lo cual, a través de estos mecanismos los particulares o ciudadanos pueden 
acudir a ellos para poder solicitar protección y velar por sus derechos (Rodríguez, 2016). 
1.5. EL DAÑO COMO UN ELEMENTO GENERADOR DE 
CONFLICTOS   
Iniciamos por reconocer la existencia de conceptos que permiten diferenciar el daño 
ambiental del daño tal como ha sido conocido tradicionalmente, para luego precisar las 
características y elementos constitutivos del denominado daño ambiental, así como su 
tipología y los diferentes actores que hacen parte de él, bajo la firme convicción de 
robustecer una descripción mucho más completa que nos permita consolidar su concepto. 
De esta forma, retomamos el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente – PNUMA (2000) que recoge el escrito de Prieur (1991) en el que se refirió a las 
características esenciales del daño ambiental en los siguientes términos: 
Las consecuencias perjudiciales de un atentado al medio ambiente son irreversibles 
(no se reconstruye un biotipo o una especie en vías de extinción); ellas están con 
frecuencia vinculadas a los progresos técnicos; la contaminación tiene efectos 
acumulativos y sinérgicos que hacen que ellas se sumen y se acumulen entre sí; la 
acumulación de daños a lo largo de la cadena alimenticia puede tener consecuencias 
catastróficas (enfermedad de Minamata en Japón); los efectos del daño ecológico se 
pueden manifestar más allá de la vecindad (efectos aguas abajo de una 
contaminación de las aguas, lluvias ácidas debido al transporte a través de la 
atmósfera y a larga distancia de anhídrido sulfúrico); son daños colectivos por sus 
causas (pluralidad de autores, desarrollo industrial, concentración urbana) y sus 
efectos (costos sociales); son daños difusos en su manifestación (aire, radiactividad, 
contaminación de aguas) y en el establecimiento de la relación de causalidad; 
repercuten en la medida en que ellos implican primero un atentado a un elemento 
natural y por rebotes a los derechos de los individuos (Prieur, 1991, pág. 32). 
De las características citadas, podemos advertir que cuando la repercusión del daño 
ambiental; es decir, el hecho de que los efectos indeseables que el daño ambiental puede 
generar al mismo tiempo en los intereses de la sociedad y en los intereses de los individuos, 
hace particularmente complejo su tratamiento jurídico dado que es necesario distinguir los 
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daños sufridos por patrimonios identificables y particulares y los daños ecológicos 
propiamente tales, sufridos por el medio natural en sus elementos inapropiados e 
inapropiables, pero que también afectan el equilibrio ecológico como patrimonio colectivo.  
A manera de conclusión, diremos entonces que como consecuencia de esa 
característica, de un mismo hecho se pueden derivar tres tipos de daños, si se consideran los 
diferentes sujetos afectados: en primer lugar se puede generar un daño individual, cuando 
afecta de manera singular y perfectamente identificable a una determinada persona, 
normalmente en su salud o sus bienes; es posible que se genere un daño colectivo si afecta 
a un grupo de personas, identificables o no, que conforman una comunidad determinada (en 
su salud, sus bienes y su bienestar). Para terminar, ese mismo hecho puede generar daño a 
la nación cuando por sus dimensiones afecta las expectativas de desarrollo sostenible de las 
generaciones presentes y futuras generaciones (Amaya O. , 2012). 
A su turno, la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos - INREDH 
(2016), aborda la caracterización del daño ambiental, buscando establecer bases que 
permitan cuantificar dichos daños y establecer los alcances de los sistemas de reparación 
ambiental. En tal sentido, las características contempladas por la INREDH incluyen su 
irreversibilidad, dado que los elementos de la flora y fauna que resultan afectados no van a 
quedar en el mismo estado que tenían antes de ser afectados, por mejores sistemas de 
reparación que se utilicen, en tanto que estos daños implican el corte del proceso evolutivo 
del ecosistema afectado, y, si bien la reparación que se utilice va a impedir su total 
destrucción o a mitigar sus condiciones adversas, no es posible que logren devolver 
completamente las cosas a su estado previo en cuanto a condiciones biológicas, número de 
especies o procesos de evolución del ecosistema.  
Además, es acumulable o de tracto sucesorio, dado que sus implicaciones van más 
allá de los espacios de verificación y del tiempo en que se produce, teniendo en cuenta que 
los efectos del daño ambiental no son estáticos y en cambio se prolongan en el tiempo. El 
daño ambiental también se considera difuso, tanto por la forma como se exterioriza, como 
por la forma que se determina; no tiene víctima concreta e incluso su efecto puede ser 
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inidentificable en aquellos casos en que se debe esperar mucho tiempo para verificar su 
verdadero impacto y para medir todas sus consecuencias.  
Es un daño atemporal en su formación y efecto, como quiera que puede producirse 
en un determinado tiempo, pero sus efectos pueden presentarse en un tiempo 
indeterminado, como se explica por su característica de difuso. Se considera colectivo, 
tanto por su potencial pluralidad de actores como de víctimas y se presenta como 
consecuencia de procesos técnicos, dado que la ciencia y la técnica han desarrollado 
procesos que constituyen intervenciones del ambiente, particularmente para facilitar la 
explotación de los recursos naturales y para mejorar su aprovechamiento. Por último, 
carece de especialidad determinada, dado que sus connotaciones pueden ser de diversa 
índole. 
Por otra parte, resulta relevante incluir en este análisis de las características del daño 
ambiental el concepto del Centro de Derechos Humanos y Medio Ambiente de Argentina – 
CEDHA (Perez, 2018), que menciona en primer lugar el carácter irreversible de los daños 
causados por degradación ambiental, por lo cual considera necesario el principio de 
prevención y cita al Tribunal Internacional de Justicia, cuando afirma que en el ámbito de la 
protección del medio ambiente, la vigilancia y la prevención se imponen en razón del 
carácter a menudo irreparable de los daños causados al medio ambiente y de los límites 
inherentes al propio mecanismo de reparación de este tipo de daños.  
Así las cosas, es claro como el principio de prevención implica la adopción de 
medidas tendientes a evitar que se llegue a consumar el daño ambiental, mientras que el 
principio precautorio regula la manera en que se debe actuar cuando la ciencia no da 
respuestas definitivas y su aplicación es de vital importancia dado que los potenciales 
damnificados no siempre están en condiciones de cubrir los gastos que supondría la 
realización de análisis e investigaciones científicas; cumpliendo una función protectora al 
invertir la carga probatoria a favor de las posibles víctimas. 
De manera análoga, la Fundación Ambiente y Recursos Naturales y la Fundación 
Cambio Democrático de Argentina (FARN, 2016) se pregunta cuáles son las principales 
características del daño ambiental, respondiendo que es en muchas ocasiones, 
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despersonalizado o anónimo, con severas dificultades para la determinación del agente; 
suele alcanzar y provocar un número elevado de damnificados, que pueden estar 
comprendidos incluso en amplias regiones difíciles de dimensionar; puede ser el resultado 
de actividades especializadas que utilizan técnicas específicas, desconocidas para las 
víctimas; puede también ser un daño cierto y grave para el ambiente o sus componentes 
aunque en la actualidad tenga poca, o no tenga relevancia para las personas que lo invocan, 
en base a ello se lo califica también como continuo y atemporal. 
Por su parte, Olarte (2017) al referirse a estas características explica que constituye 
un daño a un bien jurídico colectivo y por tanto es pluriofensivo, dado que el medio se 
encuentra dentro de los bienes jurídicos colectivos, o sea lo que se refieren a la satisfacción 
de necesidades de carácter social, económico y que se asocian con la idea de participación, 
afecta las bases de la existencia social; en el campo económico, atenta contra las materias y 
recursos indispensables para las actividades productivas, y en el campo cultural pone en 
peligro las formas de vida autóctonas, por lo que se considera al ambiente un bien que le 
pertenece a todo el mundo y, por lo tanto, la colectividad es portadora del interés en su 
protección y defensa. Recae sobre un bien jurídico que prevalece sobre otros bienes 
jurídicos.  
Como se afirma arriba, al considerar que el ambiente es un bien jurídico que 
prevalece sobre otros bienes jurídicos, no hay que dejar de lado la posibilidad de entrar en 
controversia con otros como el desarrollo económico, el urbanismo, etc., teniendo claro que 
siempre deberá privar sobre éstos porque toda persona cuenta con la garantía constitucional 
de que el Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes organizando y 
estimulando la producción, así como el más adecuado reparto de la riqueza, además de que 
toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  
Todavía cabe señalar la existencia de cinco rasgos característicos de los daños 
ambientales que se describen y analizan a continuación. En primer lugar, está la exigencia 
del daño; la contaminación solo es uno de los factores de dañar el ambiente. Este requisito 
es importante porque supera la tradicional visión del daño ambiental como daño a las 
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personas, y enfoca directamente al ambiente como bien jurídico objeto de tutela 
(Dussaubat, 2016).  
Otro rasgo importante es que el daño ambiental surge de conductas humanas que 
contaminan o degradan el medio ambiente, aunque para cierto sector de la doctrina, la 
contaminación ambiental, en toda su extensión comprende la degradación de los elementos 
naturales o culturales integrantes del ambiente, considerados aislada o individualmente, o 
de manera colectiva o en conjunto, de esta forma y bajo esta tesitura, el concepto 
contaminación engloba también al término degradación ambiental. 
Así mismo, por contaminación se entiende la presencia en el medio ambiente de uno 
o más contaminantes, o combinación de ellos, en concentraciones tales y con un tiempo de 
permanencia tal, que causen en dicho ambiente características negativas para la vida 
humana, la salud y el bienestar del hombre, la flora y la fauna, o produzcan en el hábitat de 
los seres vivos, aire, agua, suelos, paisajes o recursos naturales en general, un deterioro 
importante (Benavides & Martínez, 2017). 
A su vez, la degradación ambiental se entiende como la disminución o el desgaste 
de los elementos que componen el medio ambiente, como lo son: la deforestación, la 
extracción de recursos naturales de una forma no sostenible, modificación del paisaje, 
modificación del régimen hídrico, quemas e incendios, drenados y rellenos de ecosistemas 
acuáticos, introducción de organismos exóticos, uso inadecuado del suelo, etc. En términos 
generales puede entenderse entonces que la degradación es la disminución de los atributos 
que determinan la calidad en que se encuentran los elementos que hacen parte del ambiente. 
Se debe agregar que contaminar implica introducir sustancias o elementos extraños 
al ambiente en niveles y con una duración tal que produzcan contaminación en el sentido 
expuesto. Acciones de vertimiento de sustancias, gases, materiales, carga del sistema, 
vertimiento de basura sobre un río, lluvia ácida sobre un bosque, ruido y vibraciones 
excesivas, uso de agroquímicos prohibidos o de efectos nocivos para la salud humana y los 




En el mismo sentido, la legislación colombiana a través de la Ley 23 de 1973 entró 
a definir la contaminación como toda “alteración del ambiente con sustancias o formas de 
energía puestas en él, por actividad humana o de la naturaleza, en cantidades 
concentraciones o niveles capaces de interferir el bienestar y la salud de las personas, 
atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del ambiente de los recursos de la 
Nación o de los particulares”. Este texto es repetido por el Literal a) del artículo 8 del 
Decreto 2811 de 1974.  
Si bien daño y contaminación no tienen el mismo significado, la contaminación es 
un factor para causar daño al medio ambiente. Ahora, no toda contaminación es “daño 
grave e irreversible”, pues toda actividad humana por sencilla que sea, produce 
contaminación, por ejemplo al inhalar y exhalar oxígeno (respirar) las personas contaminan 
pero la misma vida natural los tolera. Por tal razón, se requiere de unos límites permisibles 
o tolerables.  
Así las cosas, toda contaminación produce daño, pero no todo daño genera 
responsabilidad; pues existen daños lícitos, que es aquel permitido por la ley cuando se ha 
impactado negativamente al ambiente previo el cumplimiento de unos requisitos, permiso o 
licencia ambiental y respeto a los límites tolerables. 
Es así que se fundamenta el principio “quien contamina paga” propio de un régimen 
de responsabilidad objetiva, por medio del cual se quiere internacionalizar los costes 
ambientales, debido a que el uso de los recursos naturales no solo representa un beneficio 
para quien lo está explotando, sino que es considerado como un recurso escaso y necesario 
para el ciclo productivo, y para su regeneración requiere de inversión. (Salassa, 2016). 
La segunda característica hace referencia al carácter incierto. De acuerdo con la 
teoría clásica del daño, uno de los requisitos para su existencia, es el carácter cierto, 
presupuesto que exige el acaecimiento del daño, esto es, que no se presente duda alguna 
sobre su ocurrencia. Es necesario que el daño se haya ocasionado, que sea específico o 
concreto (Olarte, 2017). 
40 
 
Caso contrario, en materia de daño ambiental, el requisito para su existencia, es el 
carácter incierto o hipotético, consistente en que la incertidumbre es inherente a los 
problemas ambientales, generalmente porque los efectos sobre la salud y el medio 
ambiente, producto de la contaminación, degradación o alteraciones realizadas por el ser 
humano, son desconocidos y en algunas ocasiones imposibles de conocer. 
De esta forma, se rompe con una de los elementos característicos del derecho de 
daño, por el cual, éste debe ser siempre cierto y no puramente incierto, eventual o 
hipotético, pues, tratándose del daño ambiental, es necesario únicamente la probabilidad en 
grado de certidumbre para determinar su existencia y tomar las medidas necesarias con el 
fin de impedir sus efectos nocivos.  
Es por esto que se fundamenta el principio de precaución propio del derecho 
ambiental, contenido en múltiples instrumentos internacionales, y por medio del cual se 
establece como regla que, cuando exista peligro de daño grave o irreversible, la falta de 
certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del ambiente. 
Este carácter incierto juega un papel preponderante en la evitación del daño, porque 
busca tomar medidas a priori, pues en materia ambiental son necesarias aquellas acciones 
que se anticipan a prevenir cualquier tipo de degradación ambiental (Gutiérrez, Infante, 
León, & Bohorquez, 2015), en lugar de limitarse a verificar e intentar a posteriori reparar el 
daño.  
De esta manera, la Ley 99 de 1993 de Colombia incorporó el principio de 
precaución en su artículo 1 numeral 6, modificándolo en cuanto a su aplicación, ya que 
exige que el riesgo de daño sea grave e irreversible; al mismo tiempo que ratifica el carácter 
preventivo ante situaciones adversas al ambiente, de conformidad con el artículo 2 de la 
Ley 472 de 1998. 
A su turno, la Corte Constitucional mediante la Sentencia 574 de 1996 indico que: 
“Cuando un daño potencial al ambiente tenga una gran incertidumbre y sea muy 
significativo, es necesario actuar sobre la base del principio de precaución, es decir, que 
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debe ser utilizado para enfrentar todos los daños ambientales potenciales, tanto de 
responsabilidad del Gobierno como de los particulares” (Sentencia T-574, 1996). 
Este principio, como ya se señaló, en la mayoría de las legislaciones de los Estados, 
tiene como finalidad hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulnerabilidad o el agravio. De 
acuerdo con el anterior planteamiento y para que el estudio del daño ambiental quede 
completo, es necesario desde el punto de vista metodológico y para una mejor 
comprensión, revisar los llamados riesgos ambientales al igual que su origen de manera 
sucinta, ya que directa o indirectamente estos tienen relación con el concepto de peligro, 
amenaza y la vulnerabilidad  (López M. , 2018).  
En relación con la palabra riesgo, ésta se refiere a la potencialidad o posibilidad de 
daño, que erradicaba el concepto de culpa (negligencia o imprudencia), para descargar en 
quien lo creaba la obligación de indemnizar si aquel se concretaba en un daño. Por eso se 
consideró que el riesgo era el primer criterio objetivo de imputación del daño civil cuya 
consecuencia es la obligación de indemnizar (Ortega J. , 2018).  
En tercer lugar, está la amenaza; la amenaza es el fenómeno peligroso. Se la define 
como la magnitud y duración de una fuerza o energía que representa un peligro potencial, 
dada su capacidad de destruir o desestabilizar un ecosistema o los elementos que lo 
componen, y la probabilidad de que esa energía se desencadene (Uhl, Jonas, & Klackl, 
2016). 
La verdadera amenaza surge cuando de la posibilidad teórica se pasa a la 
probabilidad más o menos concreta, de que uno de esos fenómenos de origen natural o 
humano, se produzca en un determinado tiempo y en una determinada región que no esté 
adaptada para afrontar sin traumatismos ese fenómeno. Esa falta de adaptación, fragilidad o 
vulnerabilidad, es precisamente la que convierte la probabilidad de ocurrencia del 
fenómeno en una amenaza. 
En sentido literal, en francés, la noción de menace (amenaza) - que viene del verbo 
menacer – significa “poner en peligro” (Rossel, 2017). Su traducción en español es 
amenaza – como acción del verbo amenazar –, que significa según el diccionario de la real 
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academia española, dar indicios de estar inminente algo malo o desagradable: anunciarla, 
presagiarla”.  
En cuanto al término riesgo o risque, según los mismos diccionarios, en francés se 
trata de un peligro eventual más o menos previsible y en español de la eventualidad de un 
daño. Se puede constatar de las lenguas referidas, que la amenaza está ligada de la noción 
inminente de peligro, mientras que el riesgo está ligado a la noción de probabilidad y 
eventualidad de aquel. La amenaza es más real que el riesgo, ya que el evento temido es 
inminente.  
La amenaza en sentido general, es el empleo de la intimidación o de una presión, 
que tiene por objeto un ataque a una persona o a los bienes. En el caso de los daños 
ambientales, el concepto de amenaza se refiere a la potencialidad de daño que encierran los 
diferentes grados de contaminación (Gordillo & Pablos, 2016). 
La cuarta característica es la vulnerabilidad, vista como la probabilidad de que una 
comunidad expuesta a una amenaza natural pueda sufrir daños humanos y materiales. Esta 
dependerá del grado de fragilidad de su infraestructura, vivienda, actividades productivas, 
organización, sistemas de alerta, desarrollo político e institucional, entre otros elementos, y 
se reflejará, a su vez, en la magnitud de los daños (Campos, Toscana, & Alanís, 2015). 
La quinta y última característica es el peligro, definido como la capacidad de 
provocar un daño al hombre y su entorno; esta capacidad se encuentra potencialmente en 
algunos materiales y actividades, en tanto que el riesgo es la probabilidad de que un peligro 
se produzca y sus consecuencias sean evidentes. En relación con este concepto cuantitativo 
se identifican tanto los factores que aumentan la probabilidad de que se originen los daños 
como los factores de seguridad que disminuye la probabilidad de que el peligro se 
desarrolle (Pérez, 2018). 
Así las cosas, el peligro es el conocimiento de que se pueden producir daños y de las 
circunstancias en que ese peligro latente se hace evidente; en tanto que el riesgo implica la 
estimación numérica de cuán probable es que el peligro se desarrolle y de los factores que 
la aumentan o disminuyen. En este sentido, un riesgo ambiental es la probabilidad de que se 
43 
 
produzca, derivado de las actividades humanas, un daño al medio ambiente del cual 
depende la vida. 
Finalmente, en cuanto a los daños ambientales sufridos por una población en la 
ejecución de proyectos de desarrollo, mediante la Sentencia T-294 (2014) la Honorable 
Corte Constitucional consideró lo siguiente.  
El componente de equidad distributiva de la justicia ambiental, en relación con la 
ejecución de proyectos de desarrollo, ha sido objeto de desarrollo jurisprudencial 
hasta el momento a través de las siguientes reglas: (i) La sostenibilidad ecológica, 
social, cultural y económica de los proyectos de desarrollo, la cual incorpora la 
exigencia de que estos sean equitativos “dentro y entre generaciones. (ii) Las 
personas y comunidades afectadas por la ejecución de proyectos de desarrollo 
tienen derecho a que su condición sea reconocida al momento en que se manifieste 
el impacto correspondiente y a obtener una adecuada compensación por los daños. 
(iii) La acción de tutela procede para lograr el reconocimiento de la condición de 
afectado y ser incluido en los censos correspondientes, más no para obtener el pago 
efectivo de las compensaciones que se derivan de tal condición. Para esto último 
deberá acudirse a los mecanismos ordinarios o a las demás acciones 
constitucionales previstas para el efecto, salvo que la subsistencia o el mínimo vital 
del accionante puedan estar comprometidos de un modo inminente. 
Esta Corte ha tenido en cuenta la dimensión participativa de la justicia ambiental, a 
través del reconocimiento del derecho fundamental a la participación de las 
poblaciones que reciben de manera directa las cargas ambientales derivadas de la 
realización o inadecuado funcionamiento de obras de infraestructura (oleoductos, 
hidroeléctricas, carreteras). Derecho que comprende de manera específica: (i) La 
apertura de espacios de participación, información y concertación, y no de mera 
información o socialización, que impliquen el consentimiento libre e informado, en 
el momento de la evaluación de los impactos y del diseño de medidas de 
prevención, mitigación y compensación, de modo tal que en ellas se incorpore el 
conocimiento local y la voz de los afectados. (ii) La participación en el proceso de 
elaboración de los censos de afectados y a todo lo largo de la realización del 
proyecto. (iii) El cumplimiento de los compromisos acordados en los espacios de 
concertación. (iv) La financiación de la asesoría que requieran las comunidades 
afectadas por el proyecto, a fin de que estas puedan ejercer su derecho a la 
participación efectiva. (v) La participación de las comunidades afectadas por daños 




CAPÍTULO 2. PRINCIPALES INSTRUMENTOS DEL DERECHO 
INTERNACIONAL PÚBLICO Y SU RELACIÓN CON LAS COMUNIDADES 
INDÍGENAS  
En este capítulo haremos un recorrido por los principales instrumentos 
internacionales del derecho público que regulan el derecho de acceso, tanto a la 
información como a la justicia, el derecho a la participación y el reconocimiento a las 
libertades humanas de los pueblos indígenas, como herramientas para empoderar a estas 
comunidades, en la manera como deben abordar los conflictos en materia ambiental; 
tomando como punto de referencia el análisis de un caso concreto, para finalmente llegar a 
determinar la forma como los movimientos indígenas, nacionales e internacionales han 
logrado permear la legislación colombiana.  
2.1. ANÁLISIS DE CASO  
La equidad y la imparcialidad ambiental y el cambio de los conflictos que se pueden 
suscitar en el entorno ambiental, poseen muchos propósitos comunes. Por lo tanto, según 
Rodríguez y otros (2015) es necesario que exista una comprensión entre las distintas partes 
que conforman la problemática que genera el conflicto, así como la cultura que posean los 
pueblos intervinientes en dichos conflictos, y la forma bajo la cual se plantean las factibles 
soluciones aplicables a estas problemáticas en las distintas naciones donde existan 
comunidades indígenas, con las cuales se puedan suscitar problemáticas a nivel tanto social 
y ambiental, para que se dé una transformación total a dichos conflictos buscando impactar 
dentro de los distintos medios de poder utilizados tanto de una parte como de otra, con el 
fin de minimizar las irregularidades o injusticias a nivel social que generan los conflictos 
que se pueden suscitar bien sea en la sociedad o a nivel ambiental. Para ello se analizan 
casos que fueron expuestos por el Grupo Confluencias, conformado por un grupo de 
profesionales de América Latina, cuyos integrantes son los mismos encargados del 
desarrollo de este artículo y que sirve como base de reflexión, indagación y desarrollo de 
capacidades sobre el tema de los conflictos que se suscitan con comunidades indígenas. 
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Este grupo ha analizado experiencias de cambio en conflictos de tipo socio ambiental, 
buscando minimizar esas injusticias tanto a nivel social como ambiental. 
Según Rodríguez y otros (2015), se busca analizar el impacto que genera el poder 
que poseen las tácticas que se adopten dentro de un proceso conflictivo, es decir, aquella 
capacidad que poseen los agentes sociales en determinar dificultades de tipo social, como 
dificultades políticas y movilizar recursos para entablar el tipo de solución que se quiera, y 
si ese poder estratégico se complementa con la habilidad de actuar en conjunto, y si este 
poder táctico invita a que se use en situaciones de dominación, básicamente por aquellos 
que se sienten marginados, para lo cual utilizan sus fuentes de dominación para transformar 
las circunstancias y tratar de inclinar la balanza de forma eficaz a las fuerzas de dominación 
en los distintos entornos del espacio público. El análisis de las irregularidades de poder que 
existen en los conflictos de tipo socio ambiental, los cuales se generan por grupos o redes 
de poder entre individuos y sectores sociales, cuyo interés y percepción perduran en la 
sociedad. Para lo cual uno de los retos es buscar generar un impacto en este grupo de 
personas y redes para que se permita el ingreso de otros puntos de vista y poder tomar así 
las mejores determinaciones. 
La gran mayoría de quienes abogan por el arreglo en conflictos socio ambientales, 
le invierten al diálogo, como mecanismo que ejerce influencia en las otras partes, para 
poder solucionar los conflictos con aquiescencia. Con el fin de poder acudir al diálogo 
dentro de un conflicto, se debe primero establecer las condiciones apropiadas para ello, 
donde debe intervenir el poder estratégico de los actores sociales que intervienen en dicha 
problemática. 
Este Grupo de Confluencias ha detectado que, para poder proyectar el uso del poder 
estratégico, se debe robustecer la estructuración social y política de la parte vulnerable, por 
medio de un mando local más fuerte, que el conflicto y su entorno sea más entendible, y 
profundizar en el conocimiento sobre los procedimientos de diálogo y negociación, como 
sucedió según Rodríguez y otros (2015) en el caso de la Guerra del Agua en Bolivia para el 
año 2000, en donde la Presidencia buscó implantar una nueva Ley de Privatización de Agua 
Potable y Alcantarillado, que produjo repudio y una potente movilización establecida por 
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campesinos y comunidades indígenas de Cochabamba, que generó la abolición de dicha 
norma. Según el asesor que colaboró con los campesinos y pueblos indígenas y que manejó 
la problemática, el secreto para dirigir estos conflictos, se fundamentó en cuatro aspectos 
con las organizaciones directoras de Cochabamba, buscando con ello rebasar los vínculos 
de dominación en las negociaciones de este conflicto, y fueron: a) Vigilar o transformar los 
factores internos, b) Incrementar el conocimiento de los factores externos, c) Generar 
acciones equivalentes a las negociaciones, e d) Incrementar el conocimiento técnico de 
procesos de diálogo y negociación, los cuales se amplían en la Tabla 4 a continuación. 
Tabla 3. Aspectos clave para robustecimiento de mecanismos de poder en 
negociaciones. Caso “guerra del agua” – Bolivia 
Factores internos 
Conocimiento técnico de procedimientos de 
diálogo y negociación 
Conocimiento y claridad de la problemática del 
conflicto (antecedentes, causas, temas, actores, 
marco legal, institucional y regulatorio) 
Fortaleza de los argumentos de las 
organizaciones. 
Capacidad de generar propuestas alternativas 
Acceso a información sobre los temas centrales 
del conflicto 
Organización interna 
Educación acerca de los derechos, 
responsabilidades, etc. 
Contar con un grupo asesor 
Recursos económicos 
Legitimidad y representatividad de la 
organización. 
Capacidad de interlocutores locales para: 
Conocimiento del conflicto 
Capacidad para exponer argumentos 
Autoestima de los representantes 
Legitimidad 
Reglas y normas para el diálogo/negociación. 
Anuncios en los medios de comunicación 
Rol de facilitadores y mediadores 
Diseño de los procesos: 
Agenda del diálogo/negociación 
Lugar de encuentro 
Escala de tiempo 
Número de representantes 
Diálogos y conversaciones extraoficiales. 
Resultados esperados del proceso 
Conocimiento de factores externos Acciones paralelas de incidencia 




Conocimiento técnico de procedimientos de 
diálogo y negociación 
Coyuntura política 
Legitimidad de las organizaciones e 
instituciones adversarias 
Capacidad y voluntad de los adversarios y el 
sistema político para negociar o dialogar 
Acciones directas de resistencia: Huelgas, 
bloqueos 
Cabildeo o acciones de incidencia 
(Involucrando instancias superiores). 
Acceso a los medios de comunicación 
Búsqueda de aliados (cambiando la escala del 
conflicto 
Fuente: Rodríguez y otros (2015) 
Esta problemática que se vivió en Bolivia según Gutiérrez (2014), tuvo gran 
reconocimiento a nivel mundial a causa de la movilización política y social que produjo por 
medio del desarrollo de intervención a nivel de prensa y comunicaciones, captación de 
firmas, denuncias públicas, marchas, reclamación de derechos territoriales y costumbres y 
demandas de tipo legal, aunque la parte más trascendental de este caso, no fueron las 
tácticas usadas hacia afuera, sino las efectuadas a nivel interno de las organizaciones 
directivas durante la problemática, para llegar a procesos negociadores de dicha situación 
problemática y que estuvieran en equilibrio para las partes, y de forma transcendental poder 
impactar efectivamente el poder institucional y de esta manera, acceder a la solución 
requerida y equilibrada. 
De igual forma, según Rodríguez y otros (2015) existen en la región otras ideas de 
empoderamiento que permite cambiar los conflictos o problemáticas a largo plazo, como 
sucede con el “Diplomado en Análisis y Transformación de conflictos, negociación, 
incidencia y cabildeo” realizado por la Fundación Propaz de Guatemala, diplomado éste 
que se encuentra conducido por autoridades ancestrales, líderes y jóvenes indígenas y está 
enfocado al robustecimiento local para poder confrontar problemáticas a futuro, y que son 
especialmente conflictos de tipo social y ambiental; fundamentado a través de las 
experiencias y conocimientos que tienen quienes lo integran.  
De esta manera, el conocimiento que ellos poseen es confrontado con las teorías y 
los mecanismos que se requieren para realizar el estudio a los conflictos que se observen, y 
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de esta forma hallar soluciones a situaciones de inequidad por las que atraviesen. 
Posteriormente, viene una etapa de compañía o apoyo a las instituciones indígenas que se 
encuentran ya atravesando conflictos específicos; creando así, procesos constantes de ayuda 
y colaboración técnica, indagación, y constatación de sus prácticas para posteriormente 
meditar y discurrir de dichas prácticas con aquellas instituciones que conformaron parte del 
diplomado. 
Con este proceso se busca generar empoderamiento a las comunidades indígenas 
para brindar el amparo para sus áreas y derechos tanto a nivel colectivo como individual, y 
dentro de sus tácticas es lograr injerencia hacia la parte gubernamental y la legalización 
frente a sus comunidades, buscando igualmente robustecer la estructuración interna, y 
poder generar impacto dentro del poder estructural. 
Así mismo, y según Rodríguez y otros (2015) la Fundación Cambio Democrático de 
Argentina, realiza un respaldo técnico a pueblos indígenas por medio de talleres y 
estructuración de procesos de injerencia, buscando robustecer las habilidades, 
estructuración comunitaria y desarrollar las condiciones de intervención dentro de las 
políticas y problemáticas tanto sociales como ambientales en los cuales están inmersos. 
Esta fundación, trabaja al norte de Argentina, otorgando el conocimiento de los 
mecanismos que tienen que ver con los derechos indígenas y enseñando las formalidades 
comunitarias de consulta previa. 
En muchas otras ocasiones, también se debe tener en cuenta el nuevo conocimiento 
que se debe adquirir para poder solucionar dudas que tienen que ver con los conflictos 
socio ambientales, ya que muchas de estas problemáticas surgen por asuntos que tienen que 
ver con la percepción de los posibles peligros ambientales que tienen que ver con tareas 
relacionadas con la extracción de minerales, como lo que puede suceder por peticiones o 
exigencias constantes por parte de las comunidades por los efectos que genera a la salud la 
industria extractiva de la minería, o en la agricultura por la roza y quema, para la cual 
utilizan fuego, y que son acusados por gestores ambientales como los que generan el daño 
ambiental, y en muchas ocasiones estas problemáticas se extienden en el tiempo, porque no 
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se cuenta con una información real y que brinde apoyo, que pueda definir de manera 
concisa los efectos reales de ciertas tareas. 
Por lo tanto, se debe tener conocimiento para poder aclarar dudas sobre ciertas 
tareas que se realizan en distintas áreas, con el fin de que al tener mayor conocimiento 
público acerca de los posibles impactos, y de esta forma las comunidades pueden entablar 
conversaciones acerca de ciertos proyectos con otros actores, y en base a mejores 
condiciones equitativas para las partes. Esta generación de conocimientos puede ser 
efectuada por las mismas comunidades, como por ejemplo por medio de proyectos de 
monitoreo ambiental comunitario, para valorar ellos mismos el efecto que pueden tener 
estas actividades extractivas en sus áreas.  
Un ejemplo aplicado al caso anterior y según Rodríguez, Sletto, Bilbao & Leal 
(2013), fue el proceso efectuado en el Parque Nacional Canaima en Venezuela, donde hay 
conflictos que vienen de tiempos anteriores por la utilización de la tierra, y que tienen que 
ver básicamente con el uso del fuego en la agricultura (tala y quema), y la quema de sabana 
realizada por la comunidad indígena Pemón. Prácticas que se estiman por los gestores 
ambientales como un riesgo para la preservación de las cuencas de la zona amparada. 
Aunque el Estado utilizó varias tácticas para transformar esta práctica como: contención, 
educación ambiental, incorporación de nuevas formas para cultivar, así como un programa 
para controlar incendios; diversos indígenas de esta comunidad, primordialmente las 
personas mayores, permanecen realizando este tipo de quemas. Mientras que las 
generaciones más jóvenes analizan más a fondo la utilización de esta práctica, lo que ha 
provocado tensiones a nivel de generaciones acerca del tema, para lo cual, ha sido 
fundamental la intervención de redes académicas de ciencias sociales con la comunidad 
para producir un nuevo conocimiento a nivel social y ambiental que permita visibilizar 
estas prácticas en todos sus pro y contras para que puedan aclarar sus visiones acerca de la 
utilización del fuego en este parque. 
Del mismo modo prevé Rodríguez y otros (2015), la necesidad de analizar el poder 
que tienen las instituciones que determinan las normas sociales y los vínculos entre las 
personas, ya que los actores sociales están ubicados de forma distinta con relación a las 
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normas y procesos para tomar determinaciones, capaces de generar perjuicios a los 
intereses de ciertos grupos. El reto consiste en generar un efecto en las instituciones 
públicas, para que simbolice de una manera más equilibrada los distintos intereses de la 
sociedad y no le otorgue beneficios de manera injusta más a un grupo que a otro. 
Ahora bien, para lograr este efecto, es necesario acudir a acciones por medio del 
choque, las cuales generan impacto a través de la movilización social sobre las normas y 
reglamentaciones como en el caso de la Guerra del Agua, y que no dejan ver la 
diferenciación de intereses de la sociedad, pero esta táctica no cambia concienzudamente la 
organización de estas instituciones.  
Otro método, es brindar una mayor figuración a sectores distintivos de la sociedad 
para la creación de la política pública, generando transformaciones institucionales, 
produciendo la puesta en marcha por ejemplo de: Consejos de toma de decisiones, comités 
de co-manejo, mesas de diálogo, generando espacios de instituciones públicas como 
Asambleas Nacionales, Legislativas, o robusteciendo los procesos de consulta previa. 
Aunque este método casi siempre termina dividiendo los liderazgos locales, por medio de la 
cooptación de líderes que tienen expectativas más occidentales.  
De acuerdo con lo anterior, y para cambiar los conflictos se deben desarrollar 
procesos de participación pública con un encausamiento intercultural, buscando brindar 
participación así mismo a sectores marginados a través de entidades ya instauradas, 
respetando los mecanismos utilizados por las costumbres de los pueblos para la toma de 
determinaciones y de gestión que tengan que ver con los recursos naturales (Velilla, 2014). 
Según Rodríguez (2015) como ejemplo de esta táctica de cambio de conflictos son 
los nuevos mecanismos de ordenamiento territorial que tiene Bolivia desde el 2006, a causa 
de las transformaciones en el modelo de Estado-nación y de la nueva noción de democracia 
y ciudadanía (Rincón, 2012). Estos mecanismos identifican las diferencias entre las 
culturas, como los Territorios Comunitarios de Origen (TCO), que, así como reconocen la 
propiedad privada ancestral de las comunidades indígenas, les permiten tramitar sus 
recursos naturales de forma independiente, basada en el respeto de sus costumbres. Aunque 
para alcanzar estos espacios públicos, estos pueblos han tenido que apelar a una serie de 
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tácticas, desde la movilización social y política, el adiestramiento, consultoría con 
especialistas en temas relacionados a leyes y derechos humanos, gestión ambiental y 
territorial, tácticas de injerencia (cabildeo), e inclusive realizar negociaciones tácticas con 
el Estado. 
Se debe agregar que de acuerdo con Rodríguez y otros (2015), todos estos procesos 
utilizados para enfrentar los conflictos a nivel social y ambiental, conforman un camino que 
posibilita avanzar hacia la cimentación de mayor justicia tanto a nivel social como 
ambiental, pero conforma un camino con muchos retos, ya que no es fácil definir a ciencia 
cierta cuando un conflicto ha presentado cambios o no. Todo este proceso que se lleva a 
cabo en los países para el cambio y apaciguamiento de los conflictos se dirige por un 
camino que implica diversos actores, visiones, escenarios, poderes y estructuras de 
dominio, los cuales se cimentan en medio de altibajos, dificultades, progresos y retrocesos 
(Rodríguez, y otros, 2015). 
En referencia y como desarrollo puntual al tema en comento, se puede resaltar la 
existencia de ciertos instrumentos del derecho público internacional como convenios y 
acuerdos que sientan y pueden llegar a generar un precedente en relación con los derechos 
y las libertades en favor de las comunidades indígenas, los cuales se desarrollan a 
continuación. 
2.2. CONVENIO DE AARHUS  
Conforme a la actividad globalizadora que existe actualmente, también resulta 
relevante que los Estados efectúen la protección al ambiente no de forma individual, sino 
de manera mancomunada a fin de enfrentar los retos ambientales a los cuales está siendo 
expuesta la humanidad. Por lo tanto, el amparo internacional sobre el medio ambiente, se 
constituyó en un asunto de elevada trascendencia por parte del ser humano, requiriendo el 
vínculo de las personas en asuntos relacionados con el medio ambiente, motivo que genera 
el surgimiento del principio ambiental internacional de participación como mecanismo 
trascendental con relación al amparo a nivel internacional del medio ambiente, y que 
conlleva la puesta en marcha de herramientas de tipo internacional para su real utilización 
(Pereira, Jiménez, Herrera, Velásquez, & Estrada, 2018). 
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De acuerdo con lo anterior, el “Convenio sobre acceso a la información, 
participación del público y acceso a la justicia en materia de medio ambiente”, se convierte 
en un mecanismo jurídico que desarrolla el Principio Décimo de la Declaración de Río de 
Janeiro de 1992, puesto que busca fomentar la democracia ambiental como herramienta 
para garantizar el derecho de participación ciudadana en relación con el medio ambiente, 
instituido por la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa (CEPE). Este 
mecanismo surgió a causa de todos los procesos de reciprocidad entre los ministros del 
medio ambiente de los Estados que integran la CEPE, conformando el mecanismo que tiene 
mayor fomento democrático en cuanto a las políticas ambientales y el desarrollo sostenible.  
Esta comisión adelanta reuniones y disertaciones entre los cincuenta y seis ministros 
del medio ambiente reunidos por el proceso de “Medio Ambiente para Europa”, 
conformando uno de los fundamentales entornos políticos de ayuda y respaldo ambiental 
para Europa, encargado de reunir no solo a los representantes de los países que conforman 
la CEPE, sino también a entidades del sistema de las Naciones Unidas que se encuentran 
simbolizadas en la región, además de otras organizaciones intergubernamentales, centros 
regionales concretos y entidades no gubernamentales que buscan y han contribuido para la 
fiscalización y enunciación de políticas en torno a temas ambientales (Roa, 2015). 
Según Salazar (2018), el Convenio de Aarhus vincula el alcance del desarrollo 
sostenible con la participación de las personas en el empleo de las políticas ambientales, 
fusionando el amparo ambiental efectivo con la articulación de respaldos democráticos para 
la práctica del derecho humano a un ambiente saludable. Así las cosas, este Convenio tiene 
como finalidad, mantener una disposición y circunstancias favorables de los ecosistemas 
para todas las generaciones a través del estímulo de la responsabilidad compartida tanto de 
autoridades e individuos en el uso concreto y eficaz de las políticas y reglas del medio 
ambiente.  
Dentro de las principales características del convenio, se hace necesario resaltar el 
hecho de haber posibilitado la inclusión en su estructuración, avance y uso de diversidad de 
entidades no gubernamentales y expertos en los temas relacionados con el amparo al medio 
ambiente a nivel general y el derecho ambiental a nivel particular. 
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Así mismo, resalta Salazar (2018) que este Convenio conforma un mecanismo 
jurídicamente vinculante, distanciado del derecho blando y de otras descripciones 
internacionales con relación a la democracia ambiental, haciendo así obligatorio su 
contenido y generando compromisos para los Estados que lo hayan ratificado.  
Otro aspecto a tener en cuenta, es la influencia de los principios comunes, propia de 
los convenios multilaterales, que a su vez conforma una particularidad del Derecho 
Internacional Ambiental, el cual permite una mayor seguridad y tolerancia respecto a la 
aplicación de los tratados. Por esta razón, decimos que este Convenio posee una diferencia 
con otros convenios multilaterales del medio ambiente que dejan ver una mayor 
imprecisión con relación a asuntos materiales, inclinando a la institucionalización de su uso 
a través de la confluencia de las partes, abarcando como “observadores”, a las entidades no 
gubernamentales. 
Así mismo, Salazar (2018) agrega que este Convenio posee un efecto y una 
relevancia regional para todos los países de Europa en el entorno de la CEPE, que está 
integrada por 56 Estados de Europa, América del Norte y Asia Central; al abrir la 
posibilidad de formar parte de este Convenio a todos los Estados integrantes o que posean 
estatuto consultivo de la CEPE, e igualmente a las entidades de conformación económica 
regional que contengan todas las estipulaciones instauradas bajo el artículo 17 de este 
Convenio, como sucede con la Unión Europea.  
El inicio de las actividades de este Convenio en cada Nación conlleva la integración 
de los respaldos de participación e ingreso con relación a temas ambientales al interior de 
su normatividad legal, lo que posibilita efectuar comparar los mecanismos jurídicos que 
hay en distintos métodos legales. De otro parte, conforme a lo señalado en el artículo 3.7, 
las partes se responsabilizan a utilizar las determinaciones del Convenio en sus vínculos 
internacionales y al interior de las entidades internacionales cuando tenga que ver con 
cuestiones ambientales. 
De acuerdo con lo anterior, y según Salazar (2018) este Convenio es susceptible de 
replicar como modelo en otras regiones, teniendo en cuenta la manera como se puede poner 
en marcha el principio de participación del público, a través de un acuerdo internacional 
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que sea vinculante jurídicamente, que le brinde a la sociedad derechos de participación e 
ingreso a la información y la equidad para protección de su derecho a contar con un entorno 
ambientalmente saludable.  
El Convenio de Aarhus entró en vigor el 30 de octubre de 2001, después de haber 
sido ratificado por dieciséis Estados, de acuerdo con lo estipulado en su artículo 20, 
mientras que hoy en día, todos los Estados que lo integran, exceptuando Liechtenstein y 
Mónaco, han aprobado el Convenio, y está conformado por 47 Estados partes, y su última 
adhesión fue en Suiza el 03 de marzo de 2014 (Salazar, 2018). 
A su turno, Alves (2018) expone tres pilares esenciales a tener en cuenta dentro de 
los temas más debatidos cuando se discutió el Convenio. Uno de ellos fue la información 
con relación al medio ambiente, este derecho conforma el primer pilar, bajo el cual el 
ingreso a la información requerida actúa como un respaldo de derecho esencial y solamente 
se puede prohibir basados en un catálogo de excepciones que se establece y que deben 
entenderse de manera restrictiva. Así, para respaldar este derecho las autoridades deben 
entregar la información a los ciudadanos de una manera fácil y apta, labor que se lleva a 
cabo a través de consejerías, para poder llevar este procedimiento a cabo. 
Como segundo pilar, según Alves (2018) se encuentra la participación pública 
comprendida como que el Estado le debe proporcionar a los ciudadanos que deseen contar 
con el derecho de participación para la toma de determinaciones en temas ambientales, 
permiso para acceder de manera adelantada, documentada y eficiente, que permitan 
respaldar la posibilidad de exteriorizar sus juicios antes de tomar una determinación. Por lo 
tanto, las determinaciones de las políticas públicas que vayan a favor del progreso, deben 
tener el respaldo de los ciudadanos y que posea todos los componentes de proyectos o 
acerca de desarrollo sostenible que tengan relación de manera directa o indirecta con 
perjuicios al medio ambiente. 
Finalmente, el tercer pilar tiene que ver con el acceso a la justicia, el cual instaura 
que debe ser un tribunal o una entidad similar la que realice la verificación de las 
determinaciones que tiene que ver con los dos pilares anteriores, el ingreso a la información 
del medio ambiente y la participación ciudadana en la toma de determinaciones medio 
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ambientales; ingreso a la información, que debe ser brindado a todos los ciudadanos que 
deseen, pudiendo acceder a las vías administrativas y judiciales.  
De esta manera, este Convenio, conforma el gran impulso para la protección del 
medio ambiente en Europa y en otras regiones del mundo, convirtiéndolo en el mecanismo 
jurídico internacional de mayor trascendencia e impacto en cuanto al acceso a la 
información, participación pública e ingreso a la justicia con relación al entorno ambiental.  
2.3. ACUERDO DE ESCAZÚ  
Este Acuerdo se consolidó después de seis años de negociaciones, y se adoptó en 
Escazú (Costa Rica), denominado Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y 
el Caribe. 
El fomento, según Gómez (2018) para realizar pactos por este tratado se fundamenta 
principalmente en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible de 
Río, donde varios países de Latinoamérica y el Caribe (Chile, Costa Rica, Jamaica, México, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay) entablaron una declaración 
sobre la aplicación del principio 10 de la declaración de Río, responsándose a crear y poner 
en marcha un plan de acción 2012-2014, con base y respaldados por la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), como encargaba de la secretaría 
técnica, para lograr alcanzar un pacto regional u otro mecanismo, requiriendo de dicha 
entidad un análisis acerca de la situación, mejores prácticas y obligaciones con relación a 
poder acceder a información, participación y justicia con relación a asuntos de índole 
ambiental para América Latina y el Caribe. 
Después de que se implantó el acuerdo, se dispuso para que fuese firmado por los 
33 países de América Latina y el Caribe el 27 de septiembre de 2018, en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York, concordando con el Debate General Anual de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y resaltando su trascendencia para poder 
alcanzar los objetivos de desarrollo sostenible de la agenda 2030. 
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El propósito principal que tiene el acuerdo de Escazú de acuerdo con su artículo 1, 
es como se señala a continuación. 
Garantizar la implementación plena y efectiva en esta región de los derechos de 
acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma de 
decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la 
creación y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a 
la protección del derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a 
vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible (Médici, 2018). 
También está ligado al Convenio de Aarhus, bajo un direccionamiento 
fundamentado en derechos subjetivos, y en el robustecimiento de las normas democráticas 
buscando el amparo ambiental. Y aunque únicamente efectúa una alusión sobreentendida al 
Convenio de Aarhus al admitir los progresos logrados en los mecanismos internacionales y 
regionales, de igual forma, y según Plaza (2019), es indiscutible que posee una 
organización y temática muy parecida al Convenio de Aarhus estructurándose con relación 
a los tres derechos de acceso que son el de información, participación y acceso a la justicia. 
De otro lado, considera Plaza (2019) que este acuerdo deja ver los requerimientos y 
características de la región en determinados temas bastante diferentes al entorno de Europa. 
Dentro de los puntos distintos, este acuerdo tiene en cuenta la responsabilidad de dirigir y 
apoyar a los individuos y grupos que estén atravesando por momentos de vulnerabilidad y 
tienen problemáticas especiales para actuar para que les sean reconocidos sus derechos para 
poder acceder, los cuales están establecidos en los artículos 2.e y 4.5 del acuerdo.  
Dicha determinación, se toma en cuenta buscando apoyar las diferencias que existen 
en la región, y que pueden ir en detrimento del uso de este acuerdo. Así mismo, abarca una 
determinación acerca del reconocimiento de los derechos de quienes protegen los derechos 
humanos en temas ambientales, buscando respaldar la posibilidad de tener un entorno 
seguro y que sea apto para los individuos, grupos y entidades que fomenten y respalden los 
derechos humanos en temas ambientales y que puedan realizar sus labores sin ser 




Al mismo tiempo, Plazas (2019) muestra como este Convenio cuenta con una 
sucesión de particularidades que se proyectan para América Latina y el Caribe, como es el 
hecho de que las partes “fomenten”, teniendo en cuenta la legislación nacional, la 
“participación del público en foros y negociaciones internacionales en materia ambiental o 
con incidencia ambiental, de acuerdo con las reglas de procedimiento que para dicha 
participación prevea cada foro”, y de igual forma, la intervención del público en instancias 
nacionales con el fin de tocar temas ambientales en foros internacionales. 
A su vez, este Convenio también le da relevancia a los distintos países de la región, 
obligando a las partes a implantar las estipulaciones requeridas para que la participación del 
público se garantice teniendo en cuenta las particularidades a nivel social, económico, 
cultural, geográfico y de género del público, de conformidad con lo establecido en el 
apartado 10, y particularidades con relación al idioma, reflejados en el apartado 11.  
De igual forma, este Convenio establece concretamente que cada una de las partes 
inducirá a la población a que utilicen las nuevas tecnologías informáticas y de 
comunicación, como por ejemplo los datos abiertos, en distintos idiomas, cuando sea 
requerido, e igualmente, establece la prevención de que los medios electrónicos se 
utilizarán de tal forma que no fomenten discriminación para las personas, lo cual se 
encuentra en el artículo 4.9 de dicho acuerdo. 
El acuerdo de Escazú según Plaza (2019) tiene la firma de 16 Estados de América 
Latina y el Caribe dentro de los que están: Argentina, Bolivia, Brasil, Costa Rica, Ecuador, 
Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay. Empezará 
a regir, de acuerdo con lo establecido en su artículo 22, a partir de la fecha donde se haya 
entregado el undécimo mecanismo de adhesión. Conforma un aspecto esencial para la 
realización total del principio 10 de la Declaración de Río en todo el mundo, como lo 
realizado a través del Convenio de Aarhus (Plaza, 2019). 
Para el 27 de septiembre de 2018, en Nueva York, se llevó la reunión oficial para 
abrir a la firma el “Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe”, o 
el mismo denominado Acuerdo de Escazú (CEPAL, 2018). 
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De acuerdo con Hernández (2019), este acuerdo conforma la terminación de los 
esfuerzos regionales que comenzaron desde el año 2012 con la colaboración de la CEPAL, 
al efectuarse cuatro reuniones laborales relacionadas con los temas principales elegidos por 
los países firmantes de la Declaración sobre la aplicación del Principio 10 en: Santiago de 
Chile, 2012 (CEPAL, 2012), Jalisco, México (CEPAL, 2013), Lima, Perú (CEPAL, 2013) 
y Santiago de Chile (CEPAL, 2014). Y posteriormente que terminaron nueve reuniones 
para realizar los acuerdos, llevadas a cabo por el Comité de Negociación, el texto fue 
aprobado el 04 de marzo de 2018 en la ciudad de Escazú en Costa Rica, de donde surge su 
nombre. 
Prosigue Hernández (2019) diciendo que este tratado abarca un precedente jurídico 
esencial para el adelanto del Derecho Internacional, en tanto que el “derecho de acceso” 
constituye una contribución en la etapa de recopilación del derecho convencional para 
América Latina y el Caribe. Aun así, los retos que tienen que sobrepasar los países de la 
región residirán en la puesta en marcha y uso del tratado para lograr metas establecidas con 
este acuerdo, teniendo presente que todo Estado, no debe efectuar actos que no permitan su 
ejecución (Hernández, 2019).  
Este acuerdo genera oportunidades que pueden ser importantes para países ricos en 
recursos naturales, como el caso de Colombia. Es así como los artículos 5 y 6 del Acuerdo 
hacen referencia al acceso a la información ambiental, entendida como la relativa a los 
riesgos ambientales y los posibles impactos adversos de determinados proyectos, al igual 
que información sobre la protección de los recursos y la gestión ambiental en general. 
También contempla el derecho de acceso a participar en los procesos de toma de decisión 
sobre asuntos ambientales, según el cual, los Estados deben asegurar la participación del 
público en las diferentes etapas de decisión sobre asuntos que involucren temas 
ambientales. La garantía de acceso a la justicia sobre asuntos ambientales también se 
incluye en este acuerdo, así como la exigencia de que los Estados establezcan medidas 
destinadas a la protección de los defensores de los derechos humanos relacionados con 
asuntos ambientales (Carvajal, 2019).  
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Las mencionadas oportunidades parecen interesantes para Colombia, especialmente 
en lo relacionado con la protección de los líderes defensores de temas ambientales; sin 
embargo, este instrumento internacional no ha sido ratificado por Colombia y antes de 
septiembre de 2020 debe ser ratificado por al menos 11 países. El hecho de que esa meta no 
se haya alcanzado aún pone en riesgo la entrada en vigencia de los puntos mencionados, 
con lo cual el país y los países de la región en general, dejarían pasar una oportunidad que 
contribuiría a facilitar la labor de las autoridades ambientales, pues con su ratificación 
pasaría a hacer parte del ordenamiento jurídico del país.  
Finalmente, es de esperarse que la ratificación de este tratado se refleje en la 
oficialización de informes sobre los potenciales impactos negativos de diferentes proyectos 
de infraestructura y de explotación de recursos naturales, así como sobre las medidas que 
deberían adoptarse en sitios específicos para proteger especies determinadas. Igualmente, 
mejoraría los mecanismos a través de los cuales los particulares tendrían respaldo con 
fuerza de Ley para tener representación y participación directa en las instancias en donde se 
tomen las decisiones capaces de generar impacto potencial en los recursos ambientales, así 
como en el mejoramiento de los mecanismos de acceso a la justicia ambiental.    
2.4. CONVENIO 169 DE LA OIT SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y 
TRIBALES EN PAÍSES INDEPENDIENTES 
Este Convenio, según Duque (2015) conforma el esencial documento internacional 
jurídicamente vinculante, utilizado al amparo de los derechos fundamentales de los pueblos 
indígenas a través del mundo. Entre tanto, dicho instrumento internacional fue admitido en 
1989 por la Conferencia Internacional de la Organización Internacional del Trabajo OIT, 
surgió como un mecanismo transformador, expresando un encausamiento nuevo para los 
derechos de los pueblos indígenas y rechazando las expectativas de unificación que ya no 
era apropiado para el mundo actual que era sostenido por el Convenio 107 de la OIT. Este 
nuevo encausamiento fundamentado en que las comunidades indígenas son sociedades 
constantes que ameritan de un respaldo a causa de su distinción cultural, generó que se 
estableciera como la parte trascendental del sistema de respaldo y amparo de los derechos 
humanos de los pueblos indígenas.  
60 
 
El Convenio tiene la particularidad de ser un mecanismo de buena intervención del 
mercado en muchas naciones del mundo, que busca sobrepasar la exclusión que perjudica a 
las comunidades indígenas y permitir que colaboren en la implantación de determinaciones 
que los perjudiquen. Si se llegaren a presentar ciertas circunstancias de indefensión o 
vulnerabilidad de las comunidades indígenas, el Convenio 169 defiende el derecho a la 
consulta e implicación como ventajas vinculadas a su esencia natural, cuyo objetivo es 
permitir la total ejecución de todos sus derechos a través de la reclamación de su dignidad y 
equivalencia como pueblos y ciudadanos.  
De acuerdo con la Sociedad Peruana de Ecodesarrollo (2011), la esencia de la 
consulta y la participación conforma los conceptos más esenciales del Convenio 169, y 
acerca de las cuales se fundamentan todas las determinaciones de éste, así mismo reclama 
que las comunidades indígenas y tribales sean indagados e intervengan de forma 
preliminar, autónoma e informada acerca de los procesos de progreso y enunciación de 
políticas que los perjudiquen. 
Este Convenio, de acuerdo con lo expuesto por Duque (2015) se basa en la 
consideración a las distintas culturas y maneras de vida de las comunidades indígenas y 
considera su propiedad sobre los terrenos y los recursos naturales, al igual que el derecho a 
tomar sus propias determinaciones acerca de lo más importante en cuanto al desarrollo. 
Está enfocado a observar las dificultades que tengan las comunidades indígenas del mundo 
en cuanto a la tierra, la vida, la salud, lo concerniente a la cultura, religión, estructuración 
política, social, económica, en lo referente a la participación en la toma de determinaciones 
estatales que los involucre de forma directa, y que soportan los temas fundamentales del 
tratado. 
Por su parte la Organización Internacional del Trabajo –OIT- (2013), con relación al 
nivel jurídico, es clara al decir que este Convenio se fundamenta en la naturaleza de 
obligatoriedad para los Estados con base en su convalidación; amen de conformar la piedra 
angular que más utilizan los órganos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), 
organizaciones regionales de derechos humanos y tribales de cada Estado.  
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Las Naciones que se fundamentan en dicho Convenio, deben usarlo de buena fe, 
tanto en la parte legislativa como en la práctica, y conformar el respaldo que tienen las 
comunidades indígenas de que son consultadas y conformar parte del proceso, lo cual 
impone a los Estados el deber de fiscalizar y acondicionar la legislación, las normas y los 
proyectos conforme a lo estipulado por este Convenio; para que en la práctica se logren las 
metas establecidas, erradicando las diferencias a nivel social y económico entre los sectores 
indígenas y no indígenas que conforman una sociedad.  
De otro lado, los países que han ratificado e integrado el Convenio a su 
ordenamiento jurídico, como parte de lo que en Colombia llamamos el Bloque de 
Constitucionalidad, le concede una mayor fuerza desde su ratificación, por lo que sus 
disposiciones y contenido pueden habilitan la posibilidad a ser usado frente a tribunales de 
la Nación, quienes pueden utilizar de manera directa sus doctrinas a través de normas 
legislativas concretas que permitan respaldar su uso efectivo; incluso, una vez se hayan 
agotado las instancias internas, existe la opción de acudir a organismos internacionales para 
salvaguardar, proteger o restituir un bien jurídico tutelado. 
Con relación al contenido reglamentario del Convenio 169, considera Duque (2015) 
que este instrumento internacional posee dos componentes esenciales: Uno subjetivo, 
cimentado en juicios para el reconocimiento de los pueblos indígenas y el componente 
objetivo, basado en la identificación de derechos de integridad, cultura, consulta previa, 
medio ambiente, derecho consuetudinario, estilos de vida, maneras de estructuración a nivel 
social, situaciones fundamentales de la vida de un indígena, etc. 
Con relación a los componentes subjetivos, que son los juicios de reconocimiento de 
los pueblos indígenas
7
, el Convenio 169, no efectúa una descripción concreta de lo que 
conforma a un pueblo indígena, a quien se le utilizará las determinaciones y se le 
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 La guía oficial de la OIT señala que “se pensó que una definición de quienes son indígenas y tribales 
restringiría a ciertos pueblos de los derechos que este convenio les otorga” véase en TOMEI, Manuela y 




identificará como el autorizado a ser reconocido o atribuido de derechos esenciales tanto a 
nivel individual como colectivo. 
El artículo 01 reglamenta esta capacidad como se señala a continuación. 
El presente Convenio aplica (…) b) A los pueblos en países independientes, 
considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en 
el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la 
conquista o la colonización o el establecimiento de las actuales fronteras estatales y 
que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias 
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 2. La 
conciencia de identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio 
fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del 
presente convenio (Conferencia general de la Organización Internacional del 
Trabajo, 1989). 
Con relación a lo anterior, la OIT determina los juicios de señalamiento que se 
deben tener en cuenta para reconocer y determinar a quienes les corresponde llamarse 
pueblos indígenas en un país (OIT, 2013), de acuerdo con la estructura y contenido mismo 
del Convenio, el cual se aterriza a las distintas realidades locales de los países que lo 
ratifican, atendiendo a componentes de orden objetivos y subjetivo. 
El Convenio 169 de la OIT, según Pérez (2015) conforma un mecanismo 
internacional jurídicamente vinculante destinado al fomento y amparo de los derechos de 
los pueblos indígenas; en tanto que vislumbra un encausamiento fundamentado en los 
derechos humanos, se apropia de una definición pública acerca de los pueblos indígenas, 
perfecciona los principios de auto identificación, derecho a la consulta, tierras, territorios y 
otros componentes que conforman la identidad de los indígenas. Convirtiéndose así, en el 
único mecanismo “jurídicamente vinculante” de la legislación a nivel internacional, que 
implanta mecanismos jurídicos a los países firmantes, y plantea de manera privilegiada los 
derechos de las comunidades indígenas. 
Pese a que este Instrumento del Derecho Internacional Público, no le brinda a las 
comunidades indígenas la capacidad de decisión (derecho a veto), ni tampoco se manifiesta 
de manera expresa acerca de la independencia indígena, en lo relacionado con la 
fragmentación del país, al contrario sí fomenta el respeto a las culturas que poseen dichas 
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comunidades, sus estilos de vida, instituciones y hábitos como pueblos habituales, con su 
propia identidad y derechos que surgen a raíz de su establecimiento histórico y 
contemporáneo en las zonas que habitan.  
De esta manera, mediante Sentencia T-1080 (2012), la Honorable Corte 
Constitucional concibió lo siguiente.  
El artículo 7 de la Constitución señala como un deber estatal el reconocimiento y 
protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana, 
correspondiéndole garantizar la igualdad y dignidad de todas las culturas que 
conviven en el país (art. 70), la protección de las riquezas culturales y naturales de 
la Nación (art. 8), el respeto a la autodeterminación de los pueblos en el manejo de 
las relaciones exteriores (art. 9) y el reconocimiento de que los dialectos y lenguas 
de los grupos étnicos son oficiales en sus territorios. En cuanto a los territorios 
indígenas, la Constitución dispuso que estos son verdaderos entes territoriales (art. 
286), que gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, ejerciendo para ello 
derechos tales como: (i) gobernarse por autoridades propias; (ii) ejercer las 
competencias que les correspondan; (iii) administrar los recursos y establecer los 
tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y, (iv) participar en las 
rentas nacionales (art. 287). En este mismo sentido, señala la Constitución que los 
resguardos son propiedad colectiva y no enajenable (art. 329), en cuyos lugares la 
explotación de los recursos naturales se hará sin desmedro de la integridad cultural, 
social y económica de las comunidades indígenas. De adoptarse decisiones que 
ordenen dicha explotación, el Gobierno promoverá la participación de los 
representantes de las respectivas comunidades (art. 330). (Sentencia T-1080, 2012). 
Por lo tanto, con relación a este aspecto y según Pérez (2015) posee una definición 
pública de la noción de pueblos indígenas y establece igualmente, que la conciencia de la 
identidad conforma un juicio básico para definir los grupos a los que se les pone en práctica 
dichos principios, y además tienen en cuenta que estos pueblos poseen el derecho a 
determinar cuáles son las necesidades básicas de su progreso y ejecutar la vigilancia a su 
desarrollo a nivel social, económico, ambiental y cultural. 
De igual forma sostiene Pérez (2015), que el precitado Convenio contempla normas 
generales de consulta y consentimiento, establece derechos especiales para estas 
comunidades sobre las tierras que utilizan para su sustento; al mismo tiempo que contiene  
normas relativas al respeto que debe generar el Estado con relación al derecho a sus 
costumbres culturales y étnicas, y el requerimiento que tienen para que los gobiernos 
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instauren organizaciones institucionales adecuadas para dirigir proyectos y políticas 
diferenciales dirigidas a los pueblos indígenas. Estas políticas, deberán cumplir con tres 
medidas fundamentales a saber: El respeto a la identidad propia con que cuentan las 
comunidades indígenas, la intervención efectiva de los pueblos en todo lo relacionado a 
toma de determinaciones que les competen, e instaurar mecanismos adecuados para dirigir 
los proyectos que tengan que ver con los interesados. 
Actualmente, 20 Estados de Latinoamérica están adheridos al Convenio 169 de la  
OIT, lo que ha generado en muchos de estos países la realización de reformas 
constitucionales fundamentadas en la necesidad de reconocer la importancia y el impacto 
que puede llegar a generar la ratificación y posterior incorporación de un Instrumento 
Intencional del Derecho Público en la legislación interna de un país.  
Dentro de las múltiples responsabilidades jurídicas del acto de ratificación de este 
Convenio, según Pérez (2015), está el acatamiento de los Estados que lo conforman para 
ser vigiladas las normas establecidas por el Estatuto de la OIT. Estos procesos de vigilancia 
que tiene la OIT, son los que inicialmente se utilizaron a nivel internacional para someter la 
situación de los derechos indígenas para Latinoamérica a comprobación internacional. 
Este Convenio, según Pérez (2015) ha sido aprobado por la gran mayoría de los 
países de América Latina e igualmente, por la Unión Europea
8
; siendo ratificado en Europa 
por: España, Dinamarca, Noruega y Holanda, países que no cuentan con pueblos indígenas 
en sus territorios, lo que ha generado que el convenio no instaure compromisos de estas 
naciones para promulgar los derechos de estas comunidades, pero representa un total 
respaldo de estas naciones a los derechos y conforma una manifestación total de solidaridad 
con los pueblos indígenas. Como quiera que conforma una esencia a nivel global y que no 
se pueden separar de los derechos humanos, las entidades de ayuda deben procurar que su 
                                                 
8
 Estados que han ratificado el Convenio 169 de La OIT, hasta el año 2010 son: Argentina 03-07-2000, 
Bolivia 11-12-1991, Brasil 25-07-2002 , Chile 15-09-2008, Colombia 07-08-1991, Costa Rica 02-04-1993, 
Dinamarca 22-02-1996, Republica Dominicana 25-06-2002, Ecuador 15-05-1998, España 15-02-2007, Fiji 
03-03-1998, Guatemala 05-06-1996, Honduras 28-03-1995, México 05-09-1990, Nepal 14-09-2007, 
Nicaragua 06-05-2010, Noruega 19-06-1990, Países Bajos 02-02-1998, Paraguay 10-08-1993, Perú 02-02- 
1994 y, Venezuela el 22-05-2002 
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cooperación y políticas exteriores vayan en paralelo con lo consagrado en este Convenio; 
entendiendo que la ratificación conlleva la acomodación de su legislación nacional, e 
igualmente, permite mostrar los informes acerca del cumplimiento de esta reglamentación 
(Pérez F. , 2015). 
2.5. LOS MOVIMIENTOS INDÍGENAS Y SU IMPACTO EN LA 
LEGISLACIÓN COLOMBIANA  
El desarrollo histórico de la jurisdicción indígena en Colombia, guarda estrecha 
relación con la instauración de los derechos de los pueblos indígenas, lo cual tiene que ver 
con diversos factores como es el derecho indiano, los tratados internacionales de los 
pueblos indígenas y el Sistema de Naciones Unidas que vigila su uso; de igual forma, la 
manera como se determinó bajo la Constitución la jurisdicción indígena a causa de los 
movimientos indígenas desde los años setenta. También, se puede decir que esta 
jurisdicción surgió por las movilizaciones de las comunidades indígenas buscando respaldar 
sus derechos colectivos, y por las disputas dentro de la Jurisdicción de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, así como la jurisdicción Constitucional que ha 
definido la evolución y modificación de la figura y respaldos a los grupos étnicos. 
La reglamentación o jurisdicción indígena se fundamenta en los principios del 
Derecho de Gentes generados por teólogos y filosos de los siglos XVI y XVII que 
definieron el tratamiento de la población aborigen en América, que se basaron en la noción 
de que la población indígena era generalmente cristiana para la colonización, lo que generó 
que se instauraran derechos y bienes a resguardos y cabildos indígenas bajo un 
universalismo occidental que viene de los españoles. 
Esas prácticas que utiliza el Estado de Colombia del derecho indiano, viene dado 
por la Ley 89 (1990), Ley que de cierta forma se encuentra acorde con la Constitución 
Política (1991). Los avances que se dieron luego hacia el siglo XX, definieron que la 
identificación de los derechos que poseen las comunidades indígenas, tenía que ver con el 
privilegio o competencia de estructuración por territorios-cabildos, resguardos y 
estructuraciones indígenas. lo cual permite ver el deseo de estandarizar el Estado 
Colombiano y que se puede notar en las exigencias que tienen los pueblos indígenas de 
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poder acudir a sus autoridades para dar solución a las controversias que se presentan dentro 
de sus territorios, y de los cuales se pueden ver perjudicados. 
Dentro del entorno de la globalización, el sistema de las Naciones Unidas y los 
movimientos indígenas a nivel internacional han tenido incidencia dentro de los Estados, 
como sucede con Colombia, ya que el progreso que ha tenido la figura de la jurisdicción 
indígena fundamentalmente con la Constitución (1991), se dio a causa de la dinámica 
internacional de los derechos humanos que se le otorgó a los pueblos indígenas, y que ha 
tenido que ver la manera como los Estados se responsabilizan en realizar acciones positivas 
de amparo a los derechos humanos de los pueblos indígenas. 
Los derechos que tienen las comunidades indígenas en el siglo XX según Ruiz 
(2015), se han venido organizando de acuerdo a las regiones (Europa, Africa y América) 
bajo dinámicas que han surgido dentro del entorno de la ONU y la OIT y primordialmente 
en América Latina en el Sistema Interamericano de Derechos. Como base, se fundamenta 
con el Convenio 107 (1957) y el Convenio 169 (1989) que sugirió un marco jurídico para la 
reglamentación entre los Estados y los Pueblos Indígenas, que de acuerdo con la 
normativización del siglo XX, se cuenta con múltiples mecanismos a nivel internacional.  
Así mismo, a través de la manifestación de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas (2007), no conforma un mecanismo restrictivo, pero conforma un 
avance legal internacional y de responsabilidad internacional para eludir cualquier tipo de 
violaciones a los derechos humanos en contra de 370 millones de indígenas que hay en el 
mundo, para brindarles respaldo en su lucha contra la discriminación (United Nations, 
2010). A raíz de ello, se estipulan derechos tanto individuales como colectivos de las 
comunidades indígenas, como lo son el derecho a la tierra, a sus costumbres, recursos, 
cultura, identidad, lengua, trabajo, salud, formación, definir de manera autónoma su 
inclinación política y su progreso económico, buscar su propia enfoque económico, social y 
derecho a la eficaz participación. 
De igual forma, concibe Ruiz (2015) que al interior del Derecho Internacional, 
también se encuentran establecidos los derechos de los pueblos indígenas, el papel que 
tiene el conocimiento habitual e indígena para poder tratar la preservación de la diversidad; 
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para tener una opción cuando se presenten crisis ambientales las Naciones Unidas 
proclamaron el Convenio de la Diversidad Biológica de 1993. De acuerdo con estas 
circunstancias y aunque no tienen carácter vinculante pero sí jurídico, todos estos 
Convenios le dan más solidez a los derechos que tienen los indígenas, puesto que la 
reglamentación acerca del trato del conocimiento habitual y pluralidad biológica implantan 
restricciones a la indagación científica para poder tomar los conocimientos y recursos de las 
comunidades locales. 
A través de las Naciones Unidas, de acuerdo con Ruiz (2015), se determina que las 
comunidades indígenas deben formar parte de las diferentes actividades científicas para 
buscar obtener todo el conocimiento indígena. Para ello existen otros mecanismos 
utilizados, como lo fue el Convenio de la Diversidad Biológica, con relación al amparo de 
dicho conocimiento, están: La Convención Internacional para Combatir la Desertificación 
de 1994, la Declaración de Rio de 1992, el Fórum Intergubernamental sobre los Bosques de 
1996, y los planteamientos innatos de los indígenas en la Declaración de Kari-Oka de 1992, 
a través de los cuales se les dio un papel fundamental como integrantes esenciales para la 
preservación de los ecosistemas de mayor injerencia para el cambio climático. 
El método que utiliza las Naciones Unidas con sus distintas declaraciones, según 
Ruiz (2015), al igual que la injerencia que tienen las Organizaciones Internacionales 
determinaron que en los Estados de Latinoamérica se instauraran nuevas constituciones 
nacionales que modificaran la noción de un estado unitario. Dentro de estos Estados los hay 
plurinacionales, multiétnicos y multiculturales, donde se reconoce y se aprueba la 
jurisdicción indígena, entre los que se encuentra la Constitución Política de Colombia 
(1991), Constitución del Ecuador (1998) (Asamblea Nacional Constituyente, 1999), 
Constitución de Brasil (Asamblea Nacional Constituyente, 1988), el sistema de 
Autonomías Indígenas de la Costa Atlántica de Nicaragua de 1987 y la Constitución de 
Paraguay (1992), como casos destacados por resaltar los derechos de los indígenas a nivel 
de sus constituciones, y que se pueden clasificar como el acopio de procesos tanto jurídicos 




Para que exista una identificación y establecimiento total de los derechos de los 
pueblos indígenas dentro de un sistema tanto moral como jurídico, según Ruiz (2015), no 
es tan sencillo, aunque los diversos movimientos indígenas han conseguido implantar la 
distinción cultural, que acarrea un avance de independencia que le otorga significado 
histórico en el mundo a las comunidades indígenas. De acuerdo con lo anterior, el 
movimiento indígena se reconoce como la salida al proceso de marginación y expropiación; 
puesto que se fundamenta en la identificación y los acuerdos, en ámbitos donde existe una 
inequidad económica, tratando de imponer el desarrollo como si se tratara de una sociedad 
en equilibrio, siendo que en dicha sociedad existen diversidades culturales. 
En relación con la jurisdicción indígena colombiana, de acuerdo con Ruiz (2015), se 
presenta el pluralismo jurídico que hace alusión a la presencia de métodos jurídicos 
diversos dentro de un mismo entorno social, que considera la visión de su propia cultura del 
derecho occidental; el cual no está destinado únicamente para sociedades que tienen un 
pasado colonial como es el caso de Colombia, sino también para sociedades modernas que 
se encuentran interconectadas, por lo cual se debe ver el derecho como un universo de 
normas jurídicas de distintas formas de inter - legalidad, que pueden ser usadas conforme a 
su proyección. 
Al hablar de pluralismo jurídico, para poder entender la forma como los países que 
están integrados a través de la sistematización, se deben describir dos formas de pluralismo, 
al analizar las constituciones de los países de América Latina, ya que en ellos existe una 
inclinación por la clase de pluralismo jurídico unitario, que es la primer forma y es aquella 
clase que tiene el Estado en la Constitución pero manteniendo la propiedad de forma 
unilateral, de definir la legitimidad y el entorno de los demás derechos. En sentido 
contrario, se encuentra el pluralismo igualitario, que admite la autenticidad de otras normas 
de los métodos de derecho, su primordial fuente es la comunidad, que integra una parte 
distintiva pero conformante de toda la sociedad, y que, por ello, posee el derecho a que su 




En el informe sobre desarrollo humano de las Naciones Unidas (2009), se genera un 
reportaje sobre los pueblos indígenas que se encuentran en conflictos con la sociedad 
dictatorial, con relación a la pérdida de tierras, recursos o desposeimiento de sus derechos 
civiles, políticos, culturales, sociales y económicos, que produce el incremento de la 
pobreza y carencia de bienestar de la población; situación que afecta también a Colombia.  
De esta forma, es como la Honorable Corte Constitucional bajo el auto 009 (2009), 
identifica la fragilidad de los pueblos indígenas en Colombia y su riesgo de extinción, por 
lo que conmina al Estado a instaurar una política especial de atención en favor de estos 
pueblos; entendiendo, entre otras cosas, que la principal causa de surgimiento de los 
conflictos que se generan entre el Estado y las comunidades indígenas, se produce a causa 
de la modernización, el incremento en la urbanización, las transformaciones demográficas, 
la disputa por los recursos naturales y los proyectos industriales que deterioran los sistemas 
ecológicos. 
De igual forma, en cuanto al análisis jurídico y los preceptos de amparo con que 
cuenta el Estado colombiano para garantizar los derechos de las comunidades indígenas, 
éstos son reconocidos y estipulados a nivel constitucional, pese a que su protección puede 
llegar a ser bastante frágil, ya que como primera medida la presencia del Estado en zonas 
de conflicto es débil, por lo tanto, no se ha podido poner en marcha políticas 
diferenciadoras para suplir los requerimientos básicos de dichas comunidades (Ruiz, 2015). 
A manera de conclusión, en la Constitución (1991), Colombia se instituyó como un 
Estado Social de Derecho, pluriétnico y multicultural, capaz de reconocer su diversidad 
étnica como principio fundamental, lo que le ha permitido avanzar en el diseño de políticas 
que buscan promover el goce de derechos fundamentales, integrales y colectivos. No 
obstante, persisten condiciones particulares que constituyen barreras al mejoramiento de las 
condiciones de bienestar de dichos grupos, por lo que el ejercicio efectivo, tanto de 
derechos colectivos como individuales, requieren de mecanismos y acciones diferenciadas 
que generen condiciones de equidad en el acceso a bienes y servicios para avanzar en la 
inclusión social, cultural y económica, que a la vez propendan por la protección y 
sustentabilidad ambiental, tal cual se contempla en el siguiente capítulo.  
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CAPÍTULO 3.  MECANISMOS Y PROPUESTA PARA LA RESOLUCIÓN DE 
CONFLICTOS AMBIENTALES 
Como se ha visto a lo largo de los capítulos precedentes, los conflictos ambientales 
usualmente surgen cuando el interesado o los interesados en la realización de un 
determinado proyecto generan un impacto que pone en riesgo la sustentabilidad de un 
recurso o de un hábitat del cual pueden depender especies o condiciones que son requeridas 
en la actualidad o que en el futuro pueden ser requeridas por otra persona o grupo de 
personas. En otras palabras, si el desarrollo de un proyecto no genera un impacto nocivo 
desde el punto de vista ambiental, simplemente no existe conflicto ambiental, dado que no 
existe daño real o potencial, que es uno de las características necesarias del daño ambiental. 
En ese orden de ideas, en este capítulo analizaremos de manera cronológica los 
mecanismos constitucionales y legales que están previstos en el ordenamiento jurídico 
colombiano, los cuales propenden por la solución de conflictos ambientales aplicables a 
todas las personas en el territorio nacional. Luego nos centraremos en los mecanismos 
específicamente dispuestos y aplicables de manera exclusiva a uno de los pueblos de la 
Sierra Nevada de Santa Marta, para finalmente realizar una propuesta en donde las 
comunidades hagan parte del reparto de beneficios económicos que generan los proyectos 
adelantados en sus territorios.   
3.1. MECANISMOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES 
Para el presente ejercicio, empezaremos por señalar que en Colombia existe una 
amplia legislación en materia ambiental, remontándonos por ejemplo a la Ley 2 (1959), 
bajo la cual se establecieron regulaciones con relación a la economía forestal de la y la 
preservación de los recursos naturales renovables, definiendo los primeros terrenos de 
preservación forestal en la Nación. Después, surgió la necesidad de instaurar una 
reglamentación ambiental que fuere concreta, y por lo tanto se instaura la Ley 23 (1973), a 
través de la cual el Gobierno posee la facultad de generar el Código Nacional de los 
Recursos Naturales Renovables que fue adoptado mediante el Decreto Ley 2811 (1974), 
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norma que tiene que ver principalmente con el manejo de los recursos naturales, y con base 
a ella gira este tema (Pérez M. , 2007). 
Posteriormente, con la Ley 09 (1979) surge el Código Sanitario para apoyar las 
normas existentes con relación al tema ambiental, y cuyo encausamiento es la salud y el 
bienestar del hombre, abarcando temas acerca de residuos sólidos, aguas residuales, 
emisión de gases, abastecimiento de agua, salud ocupacional, saneamiento de edificios, 
alimentos, drogas, cosméticos, vigilancia epidemiológica, desastres, defunciones, 
inhumación y exhumación, trasplante e inspección de especímenes, y demás temas 
relacionados. 
De igual manera, Colombia posee normas relativas al tema ambiental como por 
ejemplo el Código Minero, expedido a través de la Ley 685 (2001); la Ley de Reforma 
Urbana  (Ley 9, 1989), y después la transformación que tuvo la Constitución Política 
(1991), y la generación de la Ley 99 (1993) a través de la cual se crea el Ministerio del 
Medio Ambiente, se reestructura el sector público que tiene bajo su cargo la gestión y 
preservación del medio ambiente y los recursos naturales (Embid, 2014).  
Dentro de las normas relacionadas con la preservación al medio ambiental, se 
encuentra fundamentalmente la norma de normas, la Constitución Política (1991), en la 
cual también se incorpora el tema ambiental. La Constitución de Colombia es una 
Constitución que se puede catalogar como verde (Pachón & Amaya, 2015). Posee cerca de 
53 artículos que tratan sobre el tema, dentro de los cuales se encuentran los artículos: 7, 8, 
48, 58, 78, 79, 80, 81 y 82, (para citar algunos). Es una norma que sigue en su proceso 
evolutivo en cuanto al tema ambiental, y posee diversos principios esenciales que tienen 
injerencia en el medio ambiente, los cuales se mencionan a continuación. 
 Derecho a un ambiente sano: Bajo el artículo 79 de la Constitución (1991), se señala 
lo que se menciona a continuación. 
Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La Ley garantizará 
la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber 
del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991). 
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Esta norma se puede entender de forma similar con el razonamiento esencial del 
derecho a la vida, y que únicamente se puede respaldar bajo condiciones donde la 
vida se pueda gozar de la mejor manera posible, pudiendo contar con los servicios 
básicos para su subsistencia que pueden ser, poder tener acceso al agua, a un aire 
limpio, etc. (Amaya Á. , 2017). 
 El medio ambiente como patrimonio común: Aspectos que son tenidos en cuenta en 
diversos artículos de la Constitución (1991) como, por ejemplo: En el Artículo 8 
donde se le exige al Estado y a los individuos el compromiso de amparar las 
riquezas culturales y naturales. Bajo el artículo 95, por ejemplo, señala, que todos 
los individuos como ciudadanos tienen el deber de velar por la preservación del 
ambiente, y con base en este principio, bajo el artículo 58 se establece: “La 
propiedad es una función social que implica obligaciones, y como tal le es inherente 
una función ecológica”. Así mismo, bajo el artículo 63 se establece que “Los bienes 
de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las 
tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes 
que determine la Ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables”, lo cual 
conlleva a que los recursos naturales puedan ser explotados, pero no causando 
contaminación al medio ambiente. 
De igual forma se debe hacer hincapié a que la labor ecológica conlleva la 
consideración en cuanto a la dinámica misma con que cuenta de forma inherente 
cada ecosistema, que, en diversos proyectos, en muchas ocasiones no es tenido en 
cuenta, y por lo tanto, en Colombia se presentan diversos desastres naturales 
(Amaya O. , 2016). 
 Desarrollo sostenible: Tiene que ver con el desarrollo que genera el crecimiento 
económico, el incremento en la calidad de vida y el bienestar social, sin consumir o 
utilizar todos los recursos naturales renovables sobre los cuales se cimenta, ni 
perjudicar el medio ambiente, o el derecho que poseen las demás generaciones para 
poder sufragar sus requerimientos, el cual se encuentra establecido en el artículo 80 
de la Constitución (1991). Todo ello conlleva a que para poder sufragar los 
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requerimientos que se posean hoy en día, se debe pensar también en proteger los 
recursos naturales que se le van a dejar a las futuras generaciones (Cardona, 2017). 
Para una mayor ilustración gráfica, veremos como dentro de los principios 
ambientales que abarca la Constitución Política (1991) se encuentran los que se señalan en 
la Tabla 4. 
Tabla 4. Principios ambientales establecidos en la Constitución Política de 1991 
Art. Tema Contenido 
7 Diversidad étnica y cultural 
de la Nación 
Hace reconocimiento expreso de la pluralidad étnica y 
cultural de la Nación y del deber del Estado para con su 
protección. 
8 Riquezas culturales y 
naturales de la Nación 
Establece la obligación del Estado y de las personas para 
con la conservación de las riquezas naturales y culturales de 
la Nación. 
49 Atención de la salud y 
saneamiento ambiental 
Consagra como servicio público la atención de la salud y el 
saneamiento ambiental y ordena al Estado la organización, 
dirección y reglamentación de los mismos. 
58 Función ecológica de la 
propiedad privada 
Establece que la propiedad es una función social que 
implica obligaciones y que, como tal, le es inherente una 
función ecológica. 
63 Bienes de uso público Determina que los bienes de uso público, los parques 
naturales, las tierras comunales de grupos étnicos y los 
demás bienes que determine la ley, son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables. 
79 Ambiente sano Consagra el derecho de todas las personas residentes en el 
país de gozar de un ambiente sano. 
80 Planificación del manejo y 
aprovechamiento de los 
recursos naturales 
Establece como deber del Estado la planificación del 
manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución.  
88 Acciones populares Consagra acciones populares para la protección de derechos 
e intereses colectivos sobre el medio ambiente, entre otros, 
bajo la regulación de la Ley. 
95 Protección de los recursos 
culturales y naturales del país 
Establece como deber de las personas, la protección de los 
recursos culturales y naturales del país, y de velar por la 
conservación de un ambiente sano. 
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Art. Tema Contenido 
330 Administración de los 
territorios indígenas 
Establece la administración autónoma de los territorios 
indígenas, con ámbitos de aplicación en los usos del suelo y 
la preservación de los recursos naturales, entre otros. 
Fuente: Alfonso (2014) 
De este modo, explica Salcedo (2016) que en un conflicto ambiental existe un 
interés individual y un interés colectivo, por lo que resulta bastante complejo dirimir estas 
problemáticas con base en mecanismos alternativos de solución de conflictos, puesto que 
en contraposición de los conflictos en derecho de tipo ordinario, para los conflictos de 
intereses, como sucede en los conflictos ambientales, se necesita en muchas situaciones, la 
negociación entre la empresa y la comunidad o entre la Nación y la comunidad, lo cual lo 
hace difícil, porque hay múltiples diferencias de poder entre los actores. 
Es así como dentro de los asuntos concernientes a temas ambientales, avizoramos la 
existencia de diversos conflictos que en muchas circunstancias perjudican no solamente a 
una persona de forma individual, sino a muchas comunidades, las cuales ven transgredidos 
sus derechos, bien sea por un particular, o por una empresa, bien sea a nivel nacional o 
extranjera. Estas disputas, casi siempre tienen que ver con dos clases de intereses, de una 
parte, se encuentran los requerimientos de cierto grupo de actores, ya sea a nivel económico 
y social, que se basan en la explotación de recursos naturales, y de los provechos que le 
genera esta explotación, y de otra parte, están los intereses que se buscan con el amparo del 
medio ambiente, vinculado con el derecho a la vida de las personas que habitan estas áreas. 
Por consiguiente, a raíz de las dificultades que se generan en este tipo de temáticas, 
se puede, en lugar de llegar a entrar en conflicto, buscar la forma de preverlos, por lo que el 
uso de métodos alternativos de solución de conflictos, conforma una manera ágil, a causa 
del contexto que poseen estas dificultades, al igual que si la comunidad que está en peligro 
no cuenta con la suficiente educación ambiental, generaría que se tomaran determinaciones 




Por último, dentro de los mecanismos que existen para dirimir situaciones de 
conflicto a través de métodos alternativos, y que puedan ser aplicables a los conflictos 
ambientales es importante destacar los que se señalan a continuación. 
 Conciliación en asuntos ambientales: Dentro de la reglamentación nacional 
referente a la conciliación en asuntos ambientales, no hay normatividad concreta, 
pero para poder determinar si a estos temas se les puede aplicar el proceso de la 
conciliación, se debe señalar cuales temas son susceptibles de aplicar este proceso 
con base en la Ley. Inicialmente, se debe entender en qué consiste el método de la 
conciliación, ya que conforma un mecanismo alternativo, cuyo propósito, debe ser 
comprendido como preventivo del surgimiento de un conflicto, es decir, que se 
puede llegar a utilizar esta metodología cuando haya un apremiante peligro de estar 
inmerso en una dificultad ambiental (Lunelli & Meraz, 2014). Para lo cual, se debe 
tratar de llegar a un convenio entre las partes, que no esté en contra de las normas 
jurídicas, pero que tampoco transgreda los derechos fundamentales. 
De igual manera, se debe comprender lo instaurado por la Ley 99 (1993), ya que 
aunque los principios ambientales no se pueden transar, lo que realmente deseaba el 
legislador es proteger la preponderancia del derecho a un entorno sano, puesto que 
representa la misma relación existente por el derecho a la vida estipulado en la 
Constitución Política (Amaya O. , 2016). A través de esta norma se busca establecer 
términos fijados en la Ley para que se pueda presentar la conciliación. Es decir, que, 
bajo estas normas, se generan restricciones los temas que pueden ser tratados bajo 
conciliación, presentando las situaciones que se pueden poner a disposición del 
mecanismo de la conciliación y planteando una factible solución a través de la 
justicia alternativa. 
Los temas ambientales son de cierta manera nuevos para las normas jurídicas del 
país, y así mismo para el derecho que se encuentra en permanente transformación, 
ya que las normas que tratan sobre la parte ambiental se van ajustando a la medida 
en que la sociedad requiere necesidades, pero en fases procesales, como lo señala 
Guzmán (2017), el régimen sancionatorio para el medio ambiente establecido bajo 
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la Ley 1333 (2009), con la cual se busca imposibilitar que sigan surgiendo cualquier 
clase de perjuicios al bien jurídico tutelado del medio ambiente, y las penas que se 
implantan van desde multas, hasta labores comunitarias según los daños generados, 
e igualmente, estos comportamientos se pueden evaluar bajo otras normatividades, 
como por ejemplo bajo normas penales, por perjuicios al medio ambiente. 
Debido a que este mecanismo no está totalmente desarrollado como ha sucedido con 
otros temas, en muchas situaciones es objeto de total desconocimiento por parte de 
la sociedad, y no se utiliza como herramienta para solucionar un conflicto 
ambiental, o se ha utilizado otra clase de mecanismos para la protección de estos 
derechos de la comunidad o los particulares, como son las acciones populares o de 
grupo, o inclusive la acción de tutela donde se busca proteger el bien jurídicamente 
tutelado de las personas para poder contar con un ambiente sano. Por lo tanto, los 
mecanismos opcionales para la solución de conflictos, buscan de cierta forma, en 
primera instancia que no emerja el conflicto, y como segunda medida buscar una 
salida negociada a este. 
 Mediación en temas ambientales: Igualmente, la mediación en temas ambientales no 
se encuentra concretamente establecida en la reglamentación jurídica de la Nación, 
conforma uno de los mecanismos que más se puede utilizar como opción de 
participación ciudadana, y que genera todo un patrón de diálogo, de proyección de 
ideas cuyo objetivo es ayudar a la comunidad (Sanabria, 2013). Las mesas de 
trabajo, lo que quieren es llegar a la armonización a través de la mediación, que se 
base en los bosquejos de la concertación para proyectar factibles soluciones al 
conflicto. Otra forma que también utiliza la mediación con relación a asuntos 
ambientales es la audiencia pública ambiental, puesto que conforma un patrón de 
proposición a la comunidad, y que produce también el poder mostrar los distintos 
proyectos que le puedan presentar perjuicios ambientales, e igualmente, a través de 
la mediación se busca reducir el efecto tanto a nivel social como ambiental que 
pueden tener las diversas regiones que se estén viendo perjudicadas.  
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La mediación en el ordenamiento colombiano, tiene que ver con un asunto de 
imparcialidad, con el fin de que se pueda resolver en equidad, para solucionar 
conflictos que pueden surgir en la comunidad; este es un mecanismo autónomo que 
se puede usar como primera opción para resolver problemas ambientales. Conforma 
una de las maneras más eficaces para resolver este tipo de dificultades, desde el 
momento en que se presenta el conflicto, se le permite el avance al diálogo acerca 
de los puntos relacionados con el tema y que tengan que ver con la realización del 
proyecto, e igualmente, entablar soluciones que beneficien a las partes, y concretar 
estos convenios para finalizar las disputas. Y aunque no tenga efectos jurídicos, se 
debe formalizar este mecanismo para que genere una opción a la solución de un 
conflicto. 
 Audiencia pública ambiental: Ésta se encuentra establecida bajo el artículo 72 de la 
Ley 99 (1993), pero bajo el Decreto 2762 (2005), es que se instaura todo lo 
relacionado a las audiencias públicas ambientales. Bajo el artículo primero de dicho 
decreto se establece el objeto de estas audiencias como se señala a continuación. 
La audiencia pública ambiental tiene por objeto dar a conocer a las organizaciones 
sociales, comunidad en general, entidades públicas y privadas la solicitud de 
licencias permisos o concesiones ambientales, o la existencia de un proyecto, obra o 
actividad, los impactos que este pueda generar o genere y las medidas de manejo 
propuestas o implementadas para prevenir, mitigar, corregir y/o compensar dichos 
impactos; así como recibir opiniones, informaciones y documentos que aporte la 
comunidad y demás entidades públicas o privadas (Presidencia de la República, 
2005). 
Con relación al requerimiento de una audiencia pública ambiental, se encuentra 
establecida bajo el artículo 5 del Decreto 2762 (2005), que señala lo que se menciona a 
continuación. 
La celebración de una audiencia pública ambiental puede ser solicitada por el 
Procurador General de la Nación o el Delegado para Asuntos Ambientales y 
Agrarios, el Defensor del Pueblo, el Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, los Directores Generales de las demás autoridades ambientales, los 
gobernadores, los alcaldes o por lo menos cien (100) personas o tres (3) entidades 
sin ánimo de lucro. La solicitud debe hacerse a la autoridad ambiental y contener el 
nombre e identificación de los solicitantes, el domicilio, la identificación del 
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proyecto, obra o actividad respecto de la cual se solicita la celebración de la 
audiencia pública ambiental y la motivación de la misma (Presidencia de la 
República, 2005). 
Por lo tanto, este tipo de mecanismo se puede utilizar para resolver conflictos, ya 
que fuera de advertir sobre los efectos que puedan generar los distintos proyectos que 
pueden perjudicar la sociedad, busca prever, reducir, enmendar y resarcir este tipo de 
efectos. Dentro de los propósitos que tiene un mecanismo opcional a la solución de 
conflictos, se fundamenta en el diálogo, la búsqueda de opciones que puedan restaurar un 
factible perjuicio ambiental, y este puede considerarse un mecanismo apto para presentar 
soluciones cuando se presenten esta clase de conflictos ambientales (Rojas & Montes, 
2016). 
El Decreto 1076 (2015), por medio del cual se expide el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, contiene todo un capítulo 
destinado exclusivamente a las audiencias públicas, y una sección sobre las audiencias 
públicas en materia de licencias y permisos ambientales. 
 Consulta previa a comunidades indígenas: Bajo el artículo 7 de la Constitución 
(1991), se le otorgó importancia al amparo que se les debe otorgar a las diversas 
etnias y culturas. De igual forma bajo la Sentencia T-605 (1992) de la Corte 
Constitucional, se señala lo que se menciona a continuación. 
La diversidad humana hace relación a formas de vida y concepciones de mundo, no 
totalmente coincidentes, con las costumbres de la mayoría de la población, en 
aspectos de raza, religión, lengua, economía y organización política. Los grupos 
humanos que, por sus características culturales, no cuadren dentro del orden 
económico, político y social establecido para la mayoría, tienen derecho al 
reconocimiento de sus diferencias, con fundamento en los principios de dignidad 
humana, pluralismo y protección de las minorías (Sentencia T-605, 1992). 
Por tal razón, es importante destacar la prevalencia de los pueblos indígenas en 
Colombia, y al hablar de protección también debe existir amparo con relación a los 
derechos que tienen éstas comunidades, dado que por las grandes riquezas naturales que 
tienen las tierras que estas colectividades habitan, pueden llegar a presentarse diversidad de 
conflictos a nivel ambiental que se deben respaldar (Guzmán L. , 2017). 
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Rodríguez (2017), en su estudio sobre la manera en que los pueblos indígenas del 
país afrontan los conflictos ambientales, es decir, aquellos relacionados con el uso, manejo, 
control, aprovechamiento, explotación, conservación y protección de los recursos naturales 
existentes en sus territorios, reconoce que a través de la consulta previa, se cimientan los 
derechos de estas comunidades para decidir acerca de diversas circunstancias a nivel 
económico, social y político que puedan perjudicar la calidad de vida de estas personas. 
A su turno, respecto de la consulta previa en territorio de comunidades indígenas, 
recientemente mediante la Sentencia Unificadora SU-123 (2018), la Honorable Corte 
Constitucional, precisó lo siguiente.  
La jurisprudencia constitucional, en armonía con el derecho internacional, ha 
definido la afectación directa como el impacto positivo o negativo que puede tener 
una medida sobre las condiciones sociales, económicas, ambientales o culturales 
que constituyen la base de la cohesión social de una determinada comunidad étnica. 
Procede entonces la consulta previa cuando existe evidencia razonable de que una 
medida es susceptible de afectar directamente a un pueblo indígena o a una 
comunidad afro descendiente. 
La Corte ha explicado que, entre otros, existe afectación directa a las minorías 
étnicas cuando: (i) se perturban las estructuras sociales, espirituales, culturales, en 
salud y ocupacionales; (ii) existe un impacto sobre las fuentes de sustento ubicadas 
dentro del territorio de la minoría étnica; (iii) se imposibilita realizar los oficios de 
los que se deriva el sustento y (iv) se produce un reasentamiento de la comunidad 
en otro lugar distinto a su territorio. Igualmente, según la jurisprudencia, la consulta 
previa también procede (v) cuando una política, plan o proyecto recaiga sobre 
cualquiera de los derechos de los pueblos indígenas o tribales; (vi) cuando la 
medida se oriente a desarrollar el Convenio 169 de la OIT; (vii) asimismo si se 
imponen cargas o atribuyen beneficios a una comunidad, de tal manera que 
modifiquen su situación o posición jurídica; (viii) o por la interferencia en los 
elementos definitorios de la identidad o cultura del pueblo concernido (Sentencia 
SU-123, 2018). 
La consulta previa, conforma un derecho esencial, a través del cual dichas 
comunidades y grupos étnicos pueden tener participación enfocada al desarrollo de 
proyectos con injerencia ambiental, y que pueden verse afectados todos los componentes 
sociales, económicos y políticos de estas comunidades. Instaura un paso esencial para llegar 
a una estabilización entre lo que buscan las partes que se puedan encontrar en disputa, 
conforme lo señala el artículo 28 de la Ley 70 (1993) a continuación. 
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Si existieren áreas susceptibles de ser declaradas zonas mineras indígenas y a su vez 
zonas mineras de comunidades negras, el Ministerio de Minas y Energía podrá 
declarar dichas zonas como Zonas Mineras Conjuntas, en las cuales el desarrollo de 
actividades se realizará de común acuerdo entre los dos grupos étnicos y gozarán de 
los mismos derechos y obligaciones. (Congreso de Colombia, 1993). 
Se debe destacar la solemnidad que tiene la consulta previa en los artículos 17 y 18 
del Decreto 1397 (1996), donde se detallan la exigencia y responsabilidad que tienen las 
mesas de concertación entre las comunidades y los pueblos indígenas. En ciertas 
oportunidades, existe una falta de educación ambiental en dichos pueblos con relación a 
esta clase de consulta, se les sugieren estipulaciones que no son tan convenientes en las 
diferencias que surgen, que pueden acarrear un conflicto de clase ambiental. Por lo tanto, el 
Estado debe brindar una real cultura con relación a la educación ambiental, para que no se 
continúen presentando disparidades para estas minorías étnicas y pueblos indígenas 
(Guzmán & Ubajoa, 2015). De acuerdo con lo anterior, la consulta previa constituye 
igualmente un mecanismo que puede ser utilizado para los conflictos ambientales por una 
ocasional explotación de los recursos naturales. 
Como conclusión, observamos que cada mecanismo existente para solucionar los 
conflictos ambientales es distinto, y muestra diversas probabilidades o senderos para llegar 
a convenios o pactos cuando se quieren solucionar conflictos de índole ambiental, por lo 
tanto, se deben buscar las normas que puedan solventar de una forma más pronta, segura y 
equilibrada el arreglo de esta clase de conflictos en el país. 
3.2. MECANISMOS DERIVADOS DEL GOBIERNO PROPIO DE LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS 
Con relación a la previsión y reparación que puede llegar a generar los conflictos 
ambientales en los territorios de comunidades indígenas, nos centraremos en uno de los 
casos del pueblo Arhuaco de la Sierra Nevada de Santa Marta, previa descripción de la 
forma como se organizan, las prácticas y procedimientos instaurados por estas 
comunidades, las dificultades que surgen del derecho propio, para finalmente exponer los 
mecanismos utilizados para la defensa de sus espacios geográficos, culturales,  espirituales 
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y sus recursos naturales, en pro de respaldar la duración o permanencia propias y de sus 
sucesores, e igualmente robustecer su estructura organizativa. 
Es así como respecto de las formas de organización y autonomía que le asisten a los 
gobiernos propios de las comunidades indígenas en Colombia, por medio de la Sentencia T-
236 (2012) la Honorable Corte Constitucional contempló lo que se transcribe renglón 
seguido.  
Para esta Sala es claro que existen razones suficientes de orden constitucional de las 
que se deriva el derecho de las comunidades indígenas a organizarse de acuerdo a 
sus propios reglamentos y costumbres, por lo cual es posible justificar la  
posibilidad de reconocer que la jurisdicción indígena conozca el caso objeto de 
discusión. Las razones que encuentra esta Sala de Revisión, son las siguientes. (i) El 
sentido del reconocimiento de jurisdicción, como capacidad de Autogobierno a los 
pueblos indígenas (territorio, normas y autoridades propias), implica siempre la 
convivencia de esta capacidad junto con las normas y autoridades nacionales; por lo 
cual no es razón suficiente para negar dicho reconocimiento, la existencia –
precisamente- de normas y autoridades nacionales que regulen el caso frente al cual 
se pretende reconocer competencia a la jurisdicción indígena. (ii) La competencia 
institucional y normativa en materia ambiental, aunque insuficientemente regulada 
respecto de la convivencia de las jurisdicciones nacional e indígena, señala que los 
pueblos indígenas forman parte de las autoridades a cuyo cargo está la vigilancia y 
control relativo a recursos naturales y aprovechamiento de los mismos. Y (iii) 
aquello que subyace al reconocimiento constitucional de la capacidad de 
Autogobierno de los pueblos indígenas, es la pertenencia de un territorio para 
ejercer en él sus propias normas y desarrollar su cultura y costumbres. Si no fuera 
así, el otorgamiento del territorio sería un valor y una cláusula constitucional inocua 
(Sentencia T-236, 2012). 
Para poder establecer la forma como este pueblo maneja los conflictos ambientales 
dentro de su marco jurisdiccional, es necesario describir la forma organizativa con que 
cuenta esta comunidad, en concordancia con las definiciones y el alcance precisado en el 
capítulo primero (acápite 1.4). 
Con relación al pueblo indígena arahuaco, se encuentran ubicados en la Sierra 
Nevada de Santa Marta, y posee una población de cerca de 22.134 personas. Para estos 
indígenas la Sierra constituye razonamiento, verdad, y su razón de ser es proteger su 
permanencia a través de su trabajo y pago habitual. Para ellos la Sierra Nevada constituye 
una Ley de Origen, y por constituir una regla, está simbolizada por un niño llamado Ley 
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Moro, Ley que constituye la tradición y la cultura indígena, que quiere decir “continuidad 
de la Sierra de los Iku y de todo el mundo”, y según sus palabras, los indígenas arahuacos 
consideran que la tierra constituye una madre que los ampara si acatan la Ley de Origen, 
que conforma la base fundamental y el orden de todos los seres vivos (Comité de 
Educación Arhuaco, 2001). 
Para ejercer su legado, los indígenas de la Sierra Nevada poseen un ordenamiento 
antiguo, que cuenta con unas normas establecidas sobre la Ley de Origen, e igualmente 
posee las autoridades habituales de gobierno, como se señala a continuación.  tradicional: 
delegado en el Mamo, que, para ellos, lo conforman los sacerdotes y los científicos que 
cimientan el universo espiritual y sostienen todas las bases en constante estabilidad, son 
ellos quienes conforman la Ley de Origen, y tienen la tarea de proteger la tierra, resguardar 
la vida y amparar el mundo. Dentro de las facultades del Mamo están: Su poder reside en el 
saber. Conoce, conserva y transmite la Ley tradicional. La convivencia y la supervivencia 
del Iku están determinadas por la Ley de Origen, el mamo vela para que todos se adapten al 
medio ecológico; aprendan a trabajar, se apropien de las costumbres y de la Ley 
Tradicional; aprendan a ser mayores y a cuidar la madre. El mamo, con su saber, trabaja 
para mantener el equilibrio en la naturaleza y con los seres sobrenaturales, y para mantener 
la salud social (Comité de Educación Arhuaco, 2001, pág. 65). 
Además, frente a la comunidad, el Mamo posee un vocero que es comisario del 
Mamo, lo representa en las asambleas y frente a las autoridades a nivel interno y también 
en otros sitios, y tiene la tarea de organizar las labores habituales, además es su compañía 
en tareas concernientes a su jerarquía. 
A raíz de que van surgiendo otro tipo de realidades y requerimientos del grupo 
indígena, surge esta autoridad que es la encargada de entablar comunicaciones con otros 
actores, primordialmente con el gobierno. Dentro de estas autoridades están las que se 
mencionan a continuación. 
Los cuatro pueblos indígenas que integran la Sierra Nevada (Kogui, Arhuaco, Wiwa 
y Kankuamo) conforman un Consejo Territorial de Cabildos, encargado de entablar 
comunicación con otras instancias, se encuentra cimentada por los Mamos, y conforman el 
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medio que se encarga de realizar los vínculos interculturales que posibilitan el progreso de 
las tácticas de formación ambiental de los pueblos (Parques Nacionales Naturales, 2005, 
pág. 92). A su vez, la Asamblea general, integrada por los miembros de la comunidad 
indígena, puede tratar temas de política interna, e igualmente, puede valorar y solicitar la 
revocatoria de mandato de la directiva central u otra autoridad regional. 
Entre tanto, la Directiva Central, integrada por el cabildo gobernador, secretario 
general, fiscal y tesorero, tiene la facultad de propender por la identidad cultural, 
simbolizan como gobierno civil al pueblo, tienen autoridad a nivel interior del territorio, 
respalda a las autoridades de cada región de ser indispensable. El Cabildo gobernador es 
una persona que es escogido por el Mamo dentro de la comunidad, y debe ser una persona 
que sea ejemplar, que posea criterio, que sepa de las tradiciones del pueblo y que sea apto 
para brindar ayuda y consejo. 
En esa estructura, el comisario civil tiene la función de dirigir las reuniones de la 
comunidad, y son los encargados de solucionar dificultades internas, son quienes van en 
compañía de los bunachi (personas externas) para estructurar labores de la comunidad, 
encargados de hacer cumplir normas implantadas a quienes infringen la Ley, se hacen 
presentes en las asambleas generales donde son solicitados por el cabildo gobernador. 
En cuanto a la forma en que esta comunidad indígena maneja los conflictos 
ambientales, como primera medida para ellos el ordenamiento del territorio y la manera de 
vivir se encuentran establecidos en los códigos de la naturaleza: En las lagunas, las piedras, 
los cerros, en el canto de los pájaros y el sonido de la brisa. Los Mamos saben y dirigen de 
forma espiritual y material estos reglamentos que poseen las directrices para el 
adiestramiento propio, la estructuración y sostenimiento del bienestar social, la estabilidad 
del ambiente, el amparo de la naturaleza y su existencia tanto física como espiritual. 
Consideran la existencia de un concepto llamado Línea Negra, entendido como 
aquellas fronteras del territorio de los pueblos indígenas que conforman la Sierra Nevada, 
abarcando lugares que ellos estiman míticos, y es así como estos indígenas llaman a la 
Sierra Nevada como la Línea Negra (Sen Zare re’kumana: Línea que divide la oscuridad de 
la luz). Este territorio fue reconocido alegóricamente por el Estado colombiano bajo la 
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Resolución 837 (1995), y se conforma en el área habitual de estas comunidades y donde 
siempre han vivido.
9
 Aunque posteriormente, con la expedición del Decreto 1500 del 6 de 
agosto de 2018 se redefine el territorio ancestral de los pueblos Arhuaco, Kogui, Wiwa y 
Kankuamo de la Sierra Nevada de Santa Marta, expresado en el sistema de espacios 
sagrados de la 'Línea Negra', como ámbito tradicional, de especial protección, valor 
espiritual, cultural y ambiental, conforme los principios y fundamentos de la Ley de Origen, 
y la Ley 21 de 1991.  
En cuanto al manejo de normas de la Sierra Nevada y los intereses que existen sobre 
esta área geográfica, los indígenas han reiterado formalmente al gobierno, que su zona 
ancestral está demarcada con base en la noción inicial de Línea Negra y sus sitios sagrados 
que restringen los vínculos de los componentes naturales de su entorno espacial, y así 
mismo, determinan, sostienen e interpretan el método tradicional de su propio gobierno, 
que solamente se puede aplicar conforme a sus propios entornos políticos que son la base 
de su estirpe, la cual se cimienta por su propio progreso. 
Aunque, debido a la intervención de distintos actores externos en cuanto a múltiples 
aspectos sociales y políticos que han producido el incremento del conflicto armado interno, 
así como los cultivos ilícitos, o uno de los conflictos de mayor incidencia, es el producido 
por las labores mineras, que generan perjuicios innumerables no solo a nivel cultural, sino 
también ambiental, y que por no existir jurisdicción, han generado que el cabildo 
gobernador de esta comunidad deba presentarse ante los jueces de la Nación, para buscar 
amparar de manera fundamental esa “Línea Negra”, que conforma una zona ancestral, e 
                                                 
9
 Vides (2018) relata que la Sierra Nevada de Santa Marta, con una superficie de 2’115.800 ha, fue declarada 
como Reserva de la biosfera en 1979 y a mediados del año 1973 el Ministerio de Gobierno reconoció la 
denominada línea negra por medio de la resolución N° 000002 10; la misma fue constituida como la reserva 
Arhuaca en 1974 mediante la resolución 113 del INCORA. Más tarde se constituyó el resguardo con base en 
las afectaciones presentes en el territorio, cono son la minería, la tala de bosque, la ganadería expansiva y el 
narcotráfico, entre otros. Tales actividades afectan tanto la cultura Arhuaca como la de todos los pueblos 
presentes en la Sierra Nevada. El 20 de abril del 2017, se reconoce el sistema de conocimiento de la Sierra 
Nevada de Santa Marta como patrimonio de la humanidad; dentro de este reconocimiento entra el concepto 
Línea Negra y se empiezan a materializar logros en ese territorio. Así mismo en el año 2018 la Sierra Nevada 
fue declarada zona de protección y desarrollo de los recursos naturales renovables y del medio ambiente. 
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igualmente, se debe buscar custodiar sus derechos básicos como es el derecho a la consulta 
previa. 
La consulta previa, según Rodríguez (2014), conforma un derecho esencial con que 
cuentan las comunidades indígenas y está instaurado en el Convenio número 169 (1991) y 
se basa en el artículo 7, sobre el derecho con que cuentan dichos pueblos para poder 
determinar sus propias preponderancias con relación al proceso de progreso, en lo referente 
a los perjuicios que pueden acarrear para sus vidas, sus convicciones, entidades, su 
bienestar espiritual y los terrenos donde habitan. Las comunidades indígenas tienen derecho 
a la participación y la consulta ya que es un derecho de carácter público, preceptivo, 
intercultural e interinstitucional y que se debe efectuar con antelación, cuando se van a 
definir temas de índole administrativo, legislativo, o que tenga que ver con proyectos 
públicos o privados y que tengan injerencia en los estilos de vida o integridad de las etnias, 
o a nivel cultural, espiritual, social o económica de la comunidad indígena. 
A causa de lo anterior, por medio de la Sentencia T-849 de la Corte Constitucional 
(2014), instaura que la “Línea Negra” conforma un área de amparo especial, ya que tiene 
un valor espiritual y cultural para los cuatro pueblos que se encuentran ubicados en la 
Sierra Nevada, por lo tanto, a estas comunidades se les debe informar cuando se van a 
realizar proyectos que van a tener injerencia en la práctica de sus derechos; y de no 
realizarlo, se estaría generando incumplimiento con los compromisos que tiene el Estado, y 
se estarían transgrediendo los derechos de estas comunidades. 
Se debe resaltar según Rodríguez (2017) la trascendencia que tiene el hecho de 
admitir en el ordenamiento de la jurisdicción ordinaria, la importancia que tiene el territorio 
donde viven estas comunidades indígenas, el cual puede ser perjudicado por personas tanto 
naturales como jurídicas que quieren explotar los recursos naturales que existen en dicha 
área, sin tener en cuenta los derechos que ellos poseen, el valor que representa este 
patrimonio de la naturaleza, y la obligación que se tiene de amparar las riquezas naturales y 
culturales de la Nación (Rodríguez, 2017). 
En esta instancia, es importante señalar que teniendo Colombia una condición 
geográfica excelente y contando con una riqueza natural y cultural enormes, la cual le 
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permite contar con diversas maneras de usar los recursos que posee, y los cuales han tenido 
que confrontar un nuevo estilo de desarrollo que no ha previsto los nuevos elementos 
ambientales, sociales, ni culturales con que cuentan los pueblos indígenas originarios de la 
Nación, se hace necesario conciliar acciones y mecanismos que logren armonizar dichas 
características. 
En el país existe actualmente diversas situaciones que conminan tanto la parte 
cultural como de territorialidad donde se encuentran ubicadas estas comunidades, y de igual 
forma, sus derechos constitucionales y legales, que, aunque han existido progresos en su 
reglamentación, no conforman de total manera la restitución de los derechos de estos 
pueblos, dentro de las amenazas que se presentan para estas comunidades está la 
explotación y usufructo del terreno donde están asentados. 
Por su parte, las comunidades indígenas viven conforme a las maneras de 
relacionarse con el medio natural donde se asentaron y son portavoces de una cosmovisión 
acorde con su ambiente, dado que su sustento emana directamente de la naturaleza, de la 
madre tierra, que es la encargada de brindarle sus alimentos, fortalecer su parte espiritual y 
el entorno donde se desenvuelven. 
Aunque, según Tarapués y Rico citados en Londoño, Güiza y Muñoz (2012), la 
ejecución de proyectos otorgados por licencias ambientales, el mismo conflicto armado, los 
bioquímicos, la contaminación, instauran consecuencias para el medio ambiente, 
situaciones que generan que las autoridades ambientales realicen un análisis que no tenga 
que ver solamente con los derechos ambientales y las comunidades indígenas, sino de igual 
forma del desarrollo institucional. Todos estos aspectos, tienen una trascendencia en el 
hecho de que al estudiar los motivos que generan los conflictos ambientales, estos pueden 
tener injerencia en el manejo de las políticas públicas, de determinar los impactos que se 
generan en los entornos sociales, culturales y ambientales de los pueblos indígenas de 
Colombia.  
Por lo tanto, la presencia del fragmentalismo conforma uno de los conflictos 
surgidos dentro de los pueblos indígenas, ya que éstos se han suscitado por el deseo del 
hombre de realizar explotaciones de la naturaleza para la consecución de recursos, unido a 
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la implantación de linderos, reservas y resguardos indígenas por parte del Estado 
Colombiano, sucesos que han producido el resquebrajamiento del principio de 
comunitarismo y la cultura de estos entre las comunidades; a quienes les asiste el derecho a 
la protección de los recursos naturales que hay dentro de sus territorios y la instauración de 
unas fronteras para acatar su cultura y con ella, el amparo de sus intereses. 
Según la manera de ver e interpretar el mundo que poseen los indígenas, el hombre 
se debe guiar es por las normas de la naturaleza y no por las establecidas por el hombre, es 
decir, se deben guiar conforme a los ciclos generados por la misma naturaleza, y los 
calendarios de la luna son los que se encargan de encausar el manejo de la vida. Es el caso 
como según el calendario lunar de los pastos, el ciclo de la luna se ha usado para las 
energías y para existir conforme a la simultaneidad de la naturaleza y el cosmos.  
Es así como la presencia originaria del ser humano y los animales están dados en 
cierta forma, por los nueve centros de energía y magnetismo del cordón andino de 
Colombia, que se relaciona con los nueve planetas, los nueve centros energéticos del 
hombre y los nueve meses que dura la gestación para que nazca un ser humano; mientras 
que  la duplicidad de las cordilleras andinas, se interpretan por la duplicidad del hombre y 
la mujer; en cambio el agua, la tierra, el fuego, y el aire, conforman las esencias básicas del 
hombre, y son las que producen tanto su vida, como su objetividad y supervivencia. 
No obstante, los principales impactos generados por el fragmentalismo, causados 
por el deseo del hombre en la apropiación  de recursos, que acarrea casi siempre el 
beneficio por conveniencia de cierta forma sin límites del medio ambiente, sin tener en 
cuenta la configuración y el ordenamiento de la misma tierra, ha sido uno de los conflictos 
fundamentales de los pueblos indígenas con las autoridades ambientales por el 
sostenimiento y robustecimiento de los derechos territoriales indígenas, el amparo del 
ecosistema y sus propios conocimientos. 
Las comunidades indígenas, según Tarapués y Rico citados en Londoño, Güiza y 
Muñoz (2012) residen su transformación en el requerimiento de volver a cimentar el 
pensamiento de las comunidades originarias, por medio de una estructuración de la 
sociedad humana con relación a la consideración y obediencia de las normas y leyes de la 
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naturaleza, aspecto que no ha sido fácil de llevar a cabo, porque los indígenas no han sido 
escuchados por las autoridades ambientales.  
Para las comunidades indígenas es razonable solucionar los conflictos ambientales 
restaurando las dificultades que inciden a la madre tierra, es decir, el calentamiento global, 
los agroquímicos, la explotación minera, y demás situaciones que vayan en detrimento de la 
naturaleza. Por lo tanto, según Tarapués y Rico citados en Londoño, Güiza y Muñoz (2012) 
se debe redireccionar la mente del hombre para limpiar y purificar la naturaleza, y de esta 
forma limpiar y purificar al hombre mismo, ya que los conflictos no se resuelven por medio 
de la puesta en marcha de normas nuevas con relación al medio ambiente que vengan del 
Congreso, sino que el hombre debe buscar volver a entender lo que la madre naturaleza 
misma muestra y deja entender. 
Para ello, una de las maneras como las comunidades indígenas de los pastos busca 
limpiar y purificar el territorio donde el ser humano ha llegado a destrozar la equidad 
natural, es buscar sembrar el agua por medio de sus rituales propios, como ocurrió en una 
cantera que había sido entregada para su aprovechamiento a través de una licencia 
ambiental, los indígenas utilizaron sus espíritus por medio de rezos, buscando que las 
personas que querían generar devastación, se retiraran. 
Otro rasgo importe, es que conforme a la manera como las comunidades indígenas 
de ven el mundo, comprenden que el ser humano está simbolizado por el día, la fuerza 
activa y el fuego, y la mujer conforma la noche, la fuerza pasiva y el agua constituyendo 
polos compatibles, e integran la manera de comprender y bendecir lo natural; de manera tal 
que los pueblos indígenas puedan ser instruidos por sus mayores para aprender el 
comportamiento con la naturaleza. Otra forma que tienen para sanear la naturaleza, es por 
medio de las plantas sagradas de la luz, efectuada a través de la contemplación y 
consideración de las culpas que tiene cada integrante de la comunidad. 
Según Tarapués y Rico citados en Londoño, Güiza y Muñoz (2012), los distintos 
conflictos ambientales encierran intereses y derechos de diversos actores, aspecto que 
posibilita que los procedimientos y soluciones adquieran interés tanto nacional, regional y 
local. Las problemáticas, dejan ver el requerimiento de que se debe considerar un patrón 
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apropiado de gestión ambiental donde se tengan en cuenta las comunidades indígenas para 
la toma de determinaciones acerca de los asuntos que los puedan ver perjudicados o que 
puedan ser de su interés.  
Dentro de las contribuciones hechas por las comunidades indígenas para solucionar 
el conflicto ambiental, está dado con base en la reestructuración del pensamiento de los 
pueblos, por lo tanto, se desea restaurar el pensamiento con la colaboración de los mayores 
de las diversas comunidades indígenas. Para ello, también se requiere una revisión de los 
procesos que se llevan a cabo para concretar las formas de participación, buscando que se 
realicen concretamente los principios de desarrollo sostenible y prevención del medio 
ambiente, e igualmente el amparo y protección de la cultura indígena, al igual que sus 
derechos individuales y constitucionales. (Tarapués & Rico, 2012). 
3.3. PROPUESTA PARA LA RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS 
AMBIENTALES  
Tradicionalmente, los conflictos ambientales se resuelven mediante estudios 
técnicos y jurídicos que derivan del otorgamiento o la negación de un instrumento de 
comendo y control, como es el caso de la licencia ambiental; la cual para ser otorgada, 
impone al interesado la obligación de demostrar que no existe daño ambiental o que cuenta 
con un plan de manejo o de mitigación del riesgo capaz de reducir el riesgo a un nivel 
tolerable. Dicho plan también puede incluir mecanismos de compensación, como el 
traslado de especies, la resiembra de especies arbóreas, etc. En últimas, dependiendo de la 
importancia de los beneficios potenciales del proyecto que se desea adelantar, así como del 
nivel de impacto o riesgo que éste genera en el ambiente, permiten que la licencia se expida 
bajo determinadas condiciones, para que al final el inversionista logre su propósito de 
generar los beneficios esperados, a un costo que resulta aceptable para dicho proyecto. 
Es claro que, si los costos asociados a las acciones que se deban realizar para 
financiar las adecuaciones u otro tipo de intervenciones conducentes a la obtención de la 
licencia ambiental fueran demasiado altos, la decisión de no adelantar el proyecto sería 
tomada por quienes lo financian. En otras palabras, el proyecto termina realizándose 
solamente en la medida en que el balance general de ingresos frente a los costos y gastos 
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resulte positivo, después de incluir dentro de los costos los requeridos para lograr la 
licencia ambiental. De una manera aún más resumida, el proyecto se termina adelantando 
solamente si es suficientemente rentable después de analizarlo de manera global (Guzmán 
L. , 2016b). 
Esta forma de tomar las decisiones sobre la viabilidad de los proyectos está llevando 
a que los interesados en la protección de los recursos ambientales se queden solamente con 
las medidas de protección o compensación del daño, mientras que los inversionistas en los 
proyectos se están quedando con la rentabilidad. A esta situación se agrega el hecho de que 
usualmente los inversionistas en grandes proyectos cuentan con una capacidad económica 
tan sólida, que pueden contratar expertos técnicos y jurídicos que les resultan imposibles de 
tener a los defensores de los recursos naturales, debido a que estos últimos no cuentan con 
el músculo financiero suficiente para asumir tales costos para la defensa de sus intereses. 
En este escenario, tienen mayor probabilidad de éxito técnico y jurídico los inversionistas 
en proyectos que los defensores del medio ambiente, como es el caso de las comunidades 
indígenas. 
Este panorama, contribuye a que las externalidades netas de los proyectos sean, por 
un lado, la rentabilidad de las inversiones que se hacen en los proyectos, y por el otro, la 
afectación ambiental, aunque sea amortiguada por los requisitos que se deben cumplir para 
poder obtener las necesarias licencias ambientales. 
No obstante, para que este panorama cambie en el futuro, se propone conciliar una 
forma en donde los interesados en la protección de los recursos naturales también reciban 
parte de los beneficios económicos que se generan por los proyectos que se adelantan en 
zonas en las que se afectan o se hace uso de determinados Recursos Naturales. Al fin y al 
cabo, los interesados en la protección de esos recursos terminan de alguna forma 
sacrificando o cediendo a sus intereses, a pesar de que la expedición de una licencia se 
condicione a la mitigación del daño correspondiente, esa mitigación no implica 
necesariamente la extinción absoluta del daño, sino la reducción hasta un nivel que se 
considera tolerable. Esto quiere decir que en últimas el medio ambiente termina teniendo 
impacto adverso, a pesar de que se logre reducir a un nivel mínimo. 
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La propuesta es entonces, en el sentido de que las licencias ambientales estén 
condicionadas no solamente a la adopción de mecanismos de compensación o mitigación 
del daño ambiental de los respectivos proyectos, sino que se incluya en el proceso de 
licenciamiento la revisión también de la dimensión económica y la sostenibilidad en la 
evaluación de los mismos; logrando con este mecanismo que las externalidades netas estén 
mejor equilibradas para todos los interesados o involucrados. 
Hecha esta precisión, resulta evidente que la sociedad en general necesita de 
proyectos de infraestructura, especialmente en los países que se encuentran rezagados en 
este aspecto. No obstante, también se necesitan desarrollos en servicios, en producción de 
alimentos, suministro de energía y demás acciones tendientes a satisfacer de mejor forma 
las necesidades de todos los habitantes, pues de nada serviría contar con unos recursos 
absolutamente protegidos si para lograrlo se sacrificara el desarrollo y el mejoramiento de 
la calidad de vida de las diferentes capas de la sociedad.  
También resulta claro que casi cualquier actividad humana tiene impacto ambiental, 
pues al fin y al cabo tan solo por respirar se exhala CO2 y se consume oxígeno (Flores, y 
otros, 2016). Es decir, todo proyecto humano tiene un impacto ambiental, ya sea que se 
trate de construir una casa, una carretera o un cultivo lícito para una industria, lo que 
cambia en cada caso es el tipo y la magnitud de ese impacto, inclusive a pesar de que se 
establezcan medidas de compensación o mitigación. 
Para explicarlo mejor, vemos que con la anterior propuesta se busca la integración 




Figura 1. Licenciamiento ambiental y económico simultáneo  
 
 Elaboración propia 
Como se observa, las autoridades ambientales seguirán teniendo la responsabilidad 
de evaluar el impacto ambiental de los proyectos y de establecer los mecanismos necesarios 
de compensación y mitigación para poder expedir la licencia ambiental. Adicionalmente, de 
acuerdo con esta propuesta, las autoridades del sector económico o financiero estarían 
encargadas de la evaluación de los instrumentos económicos y financieros para la gestión 
ambiental de los proyectos, y de esta manera poder determinar su viabilidad y conceder la 
licencia económica. Para esta fase se contemplará la compensación económica de los 
inversionistas a la población o poblaciones afectadas por el proyecto, por medio de la 
cesión de una parte de las utilidades, con el fin de asegurar que esa comunidad también se 
vea beneficiada económicamente con el desarrollo del proyecto y no solamente se tengan 
en cuenta sus expectativas en materia ambiental. Lo anterior, teniendo en cuenta que las 
comunidades son quienes deberán determinar y resolver respecto de quiénes son los 
beneficiarios de una compensación, según sus costumbres y tradiciones. 
La compensación económica, es decir, la cesión de una parte de los beneficios 
económicos del proyecto, puede llegar a ser una contribución tributaria en materia 
ambiental que funciona de una manera similar a las regalías de los proyectos de explotación 
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de recursos naturales no renovables, como en el caso de los hidrocarburos; mediante el 
cual, los beneficios económicos del proyecto se distribuirían también en la comunidad 
afectada.  
Finalmente, se considera pertinente que en el trámite de licenciamiento ambiental se 
incluya un componente asociado al respaldo y el reconocimiento de los gobiernos propios 
de las comunidades indígenas, con capacidad de por lo menos advertir sobre algunos 
aspectos que desde su forma de ver y relacionarse con la naturaleza, pueden llegar a 
considerar, y que sin duda alguna, robustecerán estos instrumentos de comando y control, 
como es el caso de la licencia  ambiental. Dicho componente constituirá parte integrante de 
la licencia ambiental y será aportado por las comunidades; es decir, las autoridades 
ambientales, al momento de conocer una solicitud de esta naturaleza y previa identificación 
de presencia de comunidades indígenas en el territorio, deberá solicitar pronunciamiento de 
aquellas.   
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
Frente a los objetivos planteados en la introducción, el desarrollo y la explicación 
contenida en el presente trabajo, se registran las conclusiones y recomendaciones que 
veremos enumeradas a continuación. 
1. Los mecanismos previstos para la solución de conflictos ambientales son diferentes 
a los que establece la Ley para otro tipo de conflictos jurídicos; adicionalmente, el 
hecho de que en el conflicto ambiental se vean involucrados otros actores 
mencionados como el Estado, las ONG, las empresas y las comunidades, hace que 
el diseño de esos mecanismos necesariamente establezcan roles para cada uno de 
ellos. Por tal motivo, sobre el Estado recae un rol especialmente determinante en el 
manejo de estos conflictos, dado que las comunidades indígenas, al igual que sucede 
con las demás comunidades en general, usualmente no sólo son víctimas de los 
daños que generan los proyectos de infraestructura y explotación de recursos 
naturales, sino que además enfrentan una condición de asimetría en el acceso a 
recursos económicos y legales en comparación con las empresas interesadas en la 
ejecución de esos proyectos 
2. Existe un Derecho Internacional Ambiental que ha sido desarrollado a través de 
diferentes convenidos multilaterales, y que sirve de referente para la resolución de 
conflictos ambientales en territorios de comunidades indígenas. A pesar de que no 
todas las normas disponibles, incluyendo el Acuerdo de Escazú, han sido ratificadas 
por Colombia, el país tiene la oportunidad de incorporar en su ordenamiento 
jurídico los mecanismos legales que permitan mejorar el acceso a la justicia 
ambiental, así como la protección de los defensores de los derechos de esas 
comunidades y mejorar el acceso a la información relacionada con los daños 
ambientales generados por los proyectos en diferentes zonas del país. 
3. Los efectos que la humanidad en general está experimentando como consecuencia 
de las inequidades que en el pasado se han generado con la excusa de promover el 
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desarrollo, evidencian la necesidad de fortalecer los mecanismos de protección de 
los intereses de las comunidades indígenas que se ven afectadas por la ejecución de 
esos proyectos. Los Estados, particularmente el Estado colombiano, tiene una gran 
responsabilidad en esta materia, pues debe garantizar que el desarrollo que la 
sociedad en general necesita para mantener una calidad de vida cada vez mejor y 
más democrática, debe considerar el hecho de que esa calidad de vida tiene como 
primer requisito contar con un entorno ambientalmente sostenible. Se recomienda 
entonces, que sin perjuicio de los mecanismos de participación que en materia 
ambiental existen en el ordenamiento jurídico colombiano, cuando un proyecto obra 
o actividad, se vaya a adelantar en territorios con presencia de comunidades 
indígenas, éste deberá contar con la autorización de dicha comunidad, la cual se 
hará conforme a los mecanismos derivados del gobierno propio de sus autoridades. 
4. El conflicto ambiental tiene una tipología que lo hace diferente a otros tipos de 
conflicto, tanto por sus efectos como por sus implicaciones jurídicas. Esa 
diferenciación implica, necesariamente, un tratamiento también diferente en cuanto 
a la forma como se abordan y resuelven los conflictos de esta naturaleza, propios de 
una rama autónoma del derecho; razón por la cual, se recomienda la configuración 
de una jurisdicción especial ambiental, o por lo menos, la incorporación de jueces 
ambientales en las jurisdicciones ya existentes. 
5. Se recomienda que Colombia ratifique el convenio de Escazú y que lidere con 
urgencia su ratificación por parte de otros países, teniendo en cuenta el plazo 
establecido para hacerlo obligatorio, como respuesta jurídica sólida e integral a la 
situación de desprotección y al peligro que a diario se enfrentan los líderes sociales 
que defienden los intereses del medio ambiente, entre los que se encuentran 
miembros de las comunidades indígenas. 
6. Se recomienda que a las autoridades derivadas de los gobiernos propios de las 
comunidades indígenas se les otorgue facultades especiales en materia de 
licenciamiento ambiental, o en su defecto que para el estudio de permisos, trámites, 
autorizaciones y en especial las licencias ambientales se conforme un cuerpo 
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colegiado, con participación de las comunidades para que su cosmovisión sea tenida 
en cuenta como un elemento constitutivo o línea para expedir el correspondiente 
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